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La operación del nuevo Sistema General de Regalías – SGR se ha constituido hoy en día en unos 
de los primeros centros de debates en la esfera pública del país, toda vez que existen problemas 
estructurales en materia de distribución de recursos, operatividad y equidad del sistema, e incluso, 
las disyuntivas entre centralización o descentralización en el manejo de la contraprestación que 
recibe el Estado por la explotación de recursos naturales no renovables.  
Ahora bien, en la esfera pública uno de los mayores cuellos de botella se presenta en la toma de 
decisiones, la cual es determinante a la hora de presentar proyectos y distribuir recursos. Uno de 
los puntos críticos se sitúa en el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación – FCTeI sobre el que 
entidades como la Contraloría General de la República ha señalado la poca transparencia, y la 
desviación de recursos financieros contrariando el objeto1 del fondo de incrementar la capacidad 
científica, tecnológica, de innovación y de competitividad de las regiones en Colombia.  
Aunque la normatividad vigente en el FCTeI define cada momento de la toma de decisiones en el 
ciclo del proyecto, reviste una importancia mayor, en políticas públicas, conocer quién 
efectivamente está detrás de la decisión final. En los procesos decisionales territoriales aún no son 
claras las características de los actores que intervienen en la aprobación (Postulación) de un 
proyecto de inversión2, lo que deja un vacío legal y/o operativo en los gobiernos territoriales de 
primer nivel especialmente en las gobernaciones que son las encargadas de revisar y presentar 
(Postular) los proyectos a través de las Secretarías de Planeación Departamental y darles paso hacia 
                                                          
1 Específicamente la Ley 1530/12 en el artículo 29 del capítulo II, es quien describe detalladamente cual es el objeto 
del Fondo de Ciencia, Tecnología e innovación, cuyo logro debe darse a través de la ejecución de proyectos. 
2 Aunque el artículo 30 de la Ley 1530/12 plantea que los proyectos serán definidos, viabilizados y aprobados por el 
Órgano Colegiado de Administración y Decisión – OCAD donde se conoce quienes son los actores que toman la 
decisión, no sucede igual al momento de tomar la decisión de postularlo ante Colciencias por las Gobernaciones, 
específicamente en las secretarías de planeación. 
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la Secretaría Técnica del OCAD del FCTeI, es decir, Colciencias – Departamento administrativo 
encargado de promover las políticas públicas en Ciencia, Tecnología e Innovación en Colombia. 
En el Departamento del Magdalena son contados los proyectos financiados durante la 
implementación del FCTeI. Entre los años 2012–2015 solamente se lograron concretar seis (6) 
proyectos que terminaron finalmente viabilizados, priorizados y aprobados por el OCAD del 
FCTeI, con recursos de dicho fondo, adicionalmente se desconoce cuál fue el papel de la 
discrecionalidad en la toma de decisiones de los proyectos. 
En vista de que la discrecionalidad es ejercida al momento de revisar y presentar (Postular) una 
iniciativa y dado que esta ocurre bajo la participación de actores que se encuentran en el ejercicio 
de lo público, se hace necesario caracterizar los actores que intervienen en la toma de decisiones 
sobre los proyectos presentados ante el FCTeI del SGR en el Departamento del Magdalena, con el 
fin de establecer su tipo, rol y recurso en la aprobación de dicha iniciativa y mirar si finalmente el 
ejercicio de la acción pública opera bajo el principio del buen gobierno.  
Para tal fin, el trabajo de investigación se divide en cuatro (4) capítulos, el capítulo uno (1) 
contempla el desarrollo teórico y conceptual; en el cual queda explícita la teoría del diseño 
institucional como escenario de las decisiones públicas y sus actores, para cerrar con el tema de la 
discrecionalidad dado que hace parte de ese proceso decisional en la esfera pública.  
Seguidamente, en el capítulo dos (2) se describe el marco jurídico y normativo de las regalías, 
teniendo como eje central el estudio de caso del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, 
enfocado al entramado de las decisiones como problema público y su incidencia en el ejercicio del 
buen gobierno. En particular, se analiza el proceso de toma de decisiones llevado a cabo en el 
departamento del Magdalena para el periodo 2012 - 2015.  
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Luego, en el capítulo tres (3) se muestra el análisis empírico, con el fin de comprobar los 
postulados teóricos esbozados inicialmente y tratando de dar respuesta a los objetivos del proyecto. 
Se cierra con las conclusiones y consideraciones finales en el capítulo cuatro (4) del presente 




2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El acto legislativo 005 de 2012 constituye lo que hoy se considera el nuevo Sistema General de 
Regalías-SGR. Posteriormente, con la expedición de la Ley 1530 de 2012, se busca regular la 
organización y el funcionamiento del Sistema, generando cambios sustanciales en el modelo que 
hasta la fecha tenía el Gobierno nacional para la distribución, asignación, finalidad y 
administración de lo que el artículo 360 de la Constitución Política define como “la 
contraprestación económica que surge de la explotación de un recurso natural no renovable y cuya 
titularidad es del Estado colombiano”, comúnmente denominado Regalías. 
Ahora bien, para la comunidad científica y académica del país, el nuevo modelo supuso un impulso 
a la financiación de la ciencia, dado que la creación del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación 
dentro del nuevo sistema se le asignó un porcentaje importante (10%) de los recursos generales, 
con el propósito de incrementar las capacidades del país en materia científica, tecnológica, de 
innovación y de competitividad desde los territorios. Lo anterior, se debe materializar a través de 
una serie de proyectos que impulse a una mayor producción, uso y apropiación del conocimiento, 
integrando el aparato productivo y la sociedad en general.   
En consecuencia, el Gobierno Nacional a través de una serie de normas ha tratado de mejorar el 
funcionamiento y operatividad del sistema, como también brindar herramientas que faciliten la 
ejecución de los ingentes recursos con que cuenta el país en esta materia. Entre ellos, se tiene el 
artículo 11 del decreto 1949 de 2012 el cual define que la revisión y presentación de un proyecto 
se hará ante la Secretaría de Planeación de la entidad territorial y, seguidamente, el Acuerdo 0015 
de 2013 expedido por la comisión rectora del Sistema General de Regalías, determina los 
lineamientos para la formulación, presentación, verificación, viabilización, priorización y 
aprobación de programas y proyectos de inversión específicamente del FCTeI - SGR. 
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Muy a pesar de los instrumentos, normas y espacios de decisiones que se han determinado en el 
cuatrienio posterior a la creación del sistema; expertos, académicos, investigadores y entes de 
control estatal han sacado a la luz una serie de dificultades que impide en alto grado materializar 
el objetivo del FCTeI, entre ellos, se puede mencionar a Jorge Iván González que expresa su 
malestar frente al Fondo de Ciencia y Tecnología, puesto que considera que no se bebe poner a las 
universidades a mendigar proyectos con las autoridades territoriales, como Alcaldes y 
Gobernadores, toda vez que es denigrante (Universidad Nacional de Colombia [UNAL], 2013).  
Incluso Paula Arias, citada en UNAL (2013), sostiene que “Colciencias no estaba preparada para 
el SGR” y puede ser cierta esta afirmación; de un momento a otro, entidades como Colciencias y 
entes territoriales de primer nivel se vieron abocados a un cambio en la política pública de regalías, 
lo cual, las tomó por sorpresas, dada la avalancha de recursos dispuestos para invertir, cuando en 
muchos de los cuales no existían ni Planes de Ciencia y Tecnología o incluso no contaban con la 
capacidad técnica ni operativa en materia de administración o formulación de proyectos con las 
cualidades y calidades requeridas en materia científica.  
Otros académicos y conocedores del sistema como Wasserman sostienen que (UNAL, 2013) 
definitivamente quienes toman las decisiones son los gobernadores, los cuales tienen un derecho 
o papel de filtro, amparado bajo la conveniencia de que considere que efectivamente el proyecto 
esté enmarcado en su Plan de Desarrollo. Textualmente expresa que “los mandatarios regionales, 
atendiendo a su plan de desarrollo, pueden impulsar proyectos que no necesariamente les interesen 
a sus sucesores. Y esa circunstancia, en el campo del desarrollo científico y tecnológico, podría 
entorpecer procesos a largo plazo de tecnología e innovación” toda vez que, dichos proyectos de 
largo plazo trascienden un periodo de gobierno territorial.  
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En relación con lo anterior, informes de entes de control como la Contraloría General de la 
República señalan explícitamente que “las decisiones sobre la presentación de los proyectos del 
FCTeI dependen de manera crítica de la voluntad política de los mandatarios locales, es decir, los 
gobernadores”, para el departamento del Cauca es un ejemplo de lo vivido en el FCTeI:  
Aunque el departamento es uno de los líderes en Colombia en temas de Ciencia, Tecnología 
e Innovación y, a pesar de contar con magnífica capacidad académica y variedad de centros 
de investigación; como consecuencia de las diferencias entre el sector académico y la 
administración departamental, se han dejado de ejecutar varios proyectos (Contraloría 
General de la República de Colombia [CGR], 2016) 
Por otra parte, se tienen observaciones de entidades bilaterales como el PNUD, donde Hernández 
& Herrera (2015) señalan que para el primer año de funcionamiento, el FCTeI logró solo recibir 
giros por valor de 15.8% del recurso asignado; monto muy pequeño en comparación con el FDR 
y el FCR con un 44% de recursos girados para ambos. A nivel general, concluyen los autores que, 
en la primera vigencia de operación del SGR se presentó una baja ejecución del gasto, dada “la no 
incorporación de los recursos a los presupuestos, debido a la falta de aprobación de los proyectos 
por los OCAD, como por el no perfeccionamiento del gasto contratado con esos ingresos”.  
En la evaluación por ciclo, se tiene la realizada por Fedesarrollo en el periodo 2013-2014 que, 
como resultado obtuvo que los principales cuellos de botella del SGR se encontraban en la 
formulación de proyectos, la verificación de requisitos, el funcionamiento del OCAD de Ciencia, 
Tecnología e Innovación y la capacidad institucional de las entidades territoriales para asumir las 
fases del ciclo de los proyectos.  
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Uno de los puntos críticos es la formulación de los proyectos del FCTeI, teniendo en cuenta que 
no se contaba (y aún no se cuenta) con una efectiva regionalización de CTeI como estrategia 
nacional; existe una capacidad institucional heterogénea entre las entidades territoriales; hay falta 
de claridad frente a lo que se entiende como un proyecto de CTeI, dificultades en la formulación 
de proyectos de impacto regional y falta de asistencia en algunas regiones del país. Lo anterior se 
configura en una barrera que impide el tránsito del proyecto por el resto de las fases del ciclo 
(Núñez, Castro & Rincón, 2014).   
En cuanto a la verificación de requisitos, la cual es función de las Secretarías de Planeación, se 
considera muy demorada, en muchos casos porque su capacidad técnica no ha sido suficiente y 
han sido desbordadas por las nuevas responsabilidades asignadas. Por ejemplo, los proyectos 
duran, en promedio, 29.8 días en este proceso y cuando la duración del ciclo supera los 40 días es 
baja la probabilidad de que logren ser aprobados (Núñez, et al., 2014). 
Entre 2012 y septiembre de 2015, fueron aprobados un total de 9.043 proyectos de inversión, a 
través de los OCAD, por un valor de $18,8 billones. Haciendo énfasis en la ejecución de estos 
proyectos, especialmente en la contratación, se habían suscrito 22.641 contratos por valor de $12,5 
billones. La modalidad de contratación predominante era la de concurso (licitación pública, 
concurso de méritos y selección abreviada) con cerca del 65% del valor de los contratos, mientras 
que la modalidad de contratación directa (concurso de méritos, contratación con entidades sin 
ánimo de lucro y contratación con entidades públicas-régimen privado) representaba el 35%. 
Teniendo en consideración el número de contratos, el 54,7% correspondía a contratación directa y 
el 45,3 a concurso (CGR, 2015). 
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Sin embargo, el 72% de la contratación por concurso se hizo mediante procesos contractuales en 
los que sólo se presentó un oferente3, lo que significa que $5,8 billones de esta contratación se 
realizaron sin pluralidad de oferentes, lo cual no podía atribuirse a que no existía una amplia oferta 
de proponentes para esos contratos porque los datos del Registro Único de Proponentes, RUP, 
demostraban lo contrario (CGR, 2015). 
Ahora, al sumar la contratación directa y contratación por concurso con un oferente, el valor de la 
contratación realizada sin pluralidad de oferentes ascendía a $10,3 billones que equivalían al 82% 
del valor total de los contratos, que en palabras del ente de control “era un resultado aún más crítico 
(…) esto significa que la contratación que se realiza en el país con los recursos de regalías, en 
todos los departamentos y sectores, se caracteriza por un alto grado de discrecionalidad” (CGR, 
2015). Siendo la discrecionalidad, uno de los riesgos de corrupción más recurrentes en materia de 
contratación según el Departamento Administrativo de la Función Pública.  
Lo peor no terminaba allí, ya que la Contraloría General de la República (2015) evidencia otro 
riesgo y es el alto grado de concentración de los contratos, ya que el 80% del valor de la 
contratación ($10 billones de pesos) se concentraban en el 20% de los contratos (2197 contratos) 
y en el 12,4% de los contratistas, o sea, en 1750 de 14.000. Al hacer el análisis por sectores, la 
concentración es bastante alta en ciencia y tecnología ya que sólo el 2,7% de los contratistas tenían 
el 80% de la contratación, y el 84,8% del valor de la contratación en ciencia y tecnología se hacía 
por contratación directa. Por el lado de la región Caribe, el caso más preocupante era el Magdalena 
donde apenas el 8% de los contratistas abarcaban el 80% del valor de la contratación; y aunque la 
                                                          
3 Resultado de la revisión de una muestra de 2742 contratos, por valor de $6,2 billones, que representaba el 76,5% del valor de la 
contratación de las modalidades de concurso. 
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mayor contratación en el departamento se hacía por licitación pública, el 75% del valor de estos 
contratos se adjudicaban a licitaciones de un solo oferente. 
De conformidad con la información consolidada en el marco del Sistema de Monitoreo, 
Seguimiento, Control y Evaluación – SMSCE del SGR, administrado por el DNP, sólo en el 2015 
se aprobaron 2.790 proyectos por $6,3 billones ($5,3 billones con recursos del SGR), de los cuales 
54 que tenían un valor de $77 mil millones, es decir, el 1% de recursos aprobados, se encontraban 
en riesgo de liberación de recursos por no contar aún con la certificación de cumplimiento de 
requisitos para la expedición del acto administrativo que inicia el proceso contractual (Dirección 
de Vigilancia de las Regalías [DVR], 2015).  
Otro hecho era que el porcentaje de avance financiero promedio de los proyectos que se 
encontraban en ejecución era del 31%, lo cual indicaba que las entidades habían hecho pagos en 
promedio por casi el doble de los avances físicos reportados en los proyectos en ejecución (DVR, 
2015). 
Un medio para evaluar el trabajo de las entidades ejecutoras de los proyectos de regalías es la 
herramienta diseñada por el SMSCE del DNP, llamado Índice de Gestión de Proyectos de Regalías 
– IGPR, que mide y valora trimestralmente la gestión de las entidades ejecutoras de los proyectos 
del SGR en doble condición: gestión administrativa que mide transparencia y medidas de control; 
y la gestión del desempeño de los proyectos midiendo eficacia y eficiencia. De acuerdo con la 
Dirección de Vigilancia de las Regalías, en los resultados de 2015, en términos generales, se 
obtuvo un promedio nacional del IGPR de 67,374, lo que fue reflejo de que las entidades 
                                                          
4 El IGPR tiene un rango de evaluación de 0 a 100; con base en los resultados de la evaluación de las entidades 
ejecutoras se clasifican en uno de los cuatro rangos: 1) Sobresaliente, 2) Medio 3) Bajo y 4) Crítico. 
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presentaban dificultades en la eficacia para terminar los proyectos, la entrega de los productos y el 
cierre de los proyectos terminados.  
No obstante, el anterior resultado no mejoró ya que en 2017, el promedio nacional del IGPR era 
de 64,89; resultado de mayores proyectos sin medidas de control (aumentó en 31% el número de 
proyectos críticos), aumentó en 4% los proyectos con programación incoherente5, es decir, el 63% 
de los proyectos (6.512 de 10.302) presentaban programación incoherente; aún seguía siendo un 
reto cerrar los proyectos terminados (faltaba por cerrar 3.864 proyectos), además que las entidades 
ejecutoras eran poco eficientes, había retraso en la ejecución física de los proyectos, el 87% de los 
proyectos con programación coherente presentaban retraso promedio de 40%, representado en 13 
meses en promedio, lo que hablaba del poco fortalecimiento del ejercicio de la interventoría (DVR, 
2017). 
Si se considera un análisis para los departamentos, teniendo en cuenta los resultados de las 
gobernaciones solamente. Se tiene que el promedio del IGPR para las gobernaciones es de 63,19 
en 2015; por su parte, la Gobernación del Magdalena obtuvo un 63,9 ubicándose en el rango medio, 
posición regular teniendo en cuenta que solo tenía 11 proyectos a su cargo. Sin embargo, en el 
2017 la situación era grave ya que al comparar con el promedio nacional (64,89) ninguna de las 
gobernaciones se ubicaba en rango sobresaliente, al contrario, el 79% de los departamentos se 
encontraban en rango crítico, entre ellos la Gobernación del Magdalena que, en esta ocasión, 
obtenía un puntaje de 48,36  y en comparación a 2015 sólo aumentó 2 los proyectos que tenía a 
                                                          
5 Es aquella planeación del proyecto que no guarda consistencia con la fecha de aprobación, o con la 
información contractual, además de los proyectos programados para ejecutarse en 1 mes y con contratos 
cuyo plazo es superior. 
6 En 2018, la Dirección de Vigilancia de las Regalías calculó para 1.116 entidades ejecutoras de 12.197 
proyectos por $40,3 billones el IGPR, como resultado la Gobernación de Magdalena ocupa el puesto 31 
entre los departamentos con 49,38 puntos, ubicándose en rango insuficiente. De igual forma, Antioquia a 
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cargo para ejecutar, es decir, 13 proyectos (DVR 2015; DVR 2017); por lo que se infiere de la 
poca generación de incentivos en la gobernación para cumplir el principio de buen gobierno en el 
uso eficaz y eficiente de los recursos de regalías.  
Por ende, la CGR (2016) señala que así como está el SGR, “graves problemas de eficiencia y 
eficacia afectan al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, los cuales están poniendo en riesgo 
el cumplimiento de los objetivos para los que fue creado” el mismo. Como se puede dar cuenta, 
años después la situación no ha cambiado. Académicos, expertos, investigadores consultados sobre 
la situación del Departamento del Magdalena en la fase inicial de estos proyectos, hicieron los 
siguientes señalamientos:  
 Lentitud en la toma de decisiones para revisar los proyectos; meses e incluso años se tarda 
una iniciativa para lograr su aprobación. 
  Exceso de trámites/procesos burocráticos para la viabilidad de los proyectos, lo que lleva 
a represamiento de recursos financieros dada la baja viabilidad o poca ejecución de 
proyectos financiados con recursos del FCTeI.  
   Discrecionalidad en las fases decisionales para la viabilidad y aprobación de proyectos, 
agudizado esto con la poca capacidad técnica en materia de formulación y evaluación de 
proyectos en los entes territoriales cuya formulación no se centra en entidades con 
trayectoria técnica ni científica.  
                                                          
pesar de ser un departamento con un mayor recorrido y generador de desarrollo, su gobierno presenta un 
IGPR con rango bajo ocupando la posición 6°, lo cual no es reflejo unánime de una excelente gestión en 
los proyectos de regalías. Además, como lo establece la CGR (2015), el caso de Antioquia llama la atención 
porque, si bien es el departamento que registra el más bajo porcentaje de contratación por concurso con un 
único oferente (el 39%), el alto porcentaje de contratación directa que tiene (49%) hace que en el total el 
68% de su contratación se realice sin pluralidad de oferentes, una cifra alta para dicho departamento. 
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 Priorización poco técnica y científica de proyectos en los niveles territoriales, dada la 
injerencia de actores con intereses distintos a los perseguidos por el FCTeI, donde existe 
escaso control político y social por actores en los territorios, lo que da una opacidad en las 
reglas de juegos en términos normativos y operativos.  
  Dependencia del nivel nacional para la toma de decisiones finales en materia de 
viabilización, priorización y aprobación de proyectos. 
  Inadecuada articulación de los niveles de gobierno local, departamental, regional y 
nacional al momento de emprender una iniciativa.  
  Atraso en ejecuciones y desarrollo de los proyectos aprobados y finalmente desviación de 
recursos e incumplimiento del objeto del FCTeI. 
Finalmente, pese al principio de buen gobierno que debe ser respetado y cumplido por la gestión 
pública, “en la práctica el diseño institucional del SGR le entregó una chequera en blanco a las 
entidades territoriales, desatendiendo así un principio básico de los modelos de delegación, como 
es la exigencia de lograr resultados alcanzables y verificables en el tiempo” (CGR, 2017). 
Por lo que, surge la necesidad de analizar el diseño institucional y el tipo de discrecionalidad que 
se presenta en la toma de decisiones a nivel departamental en el Fondo de Ciencia, Tecnología e 
Innovación del Sistema General de Regalías, específicamente donde se toma la primera decisión 
dentro del sistema o del ciclo de un proyecto de inversión, decisión que está enfocada en postular 
un programa o un proyecto; estos casos se dan en los gobiernos territoriales de primeros niveles, 
es decir, los departamentos.  
Es preciso señalar que, los actores institucionales del sistema, en materia de toma de decisiones, 
se constituye por una fórmula tripartita donde tienen asiento: Colciencias, el Gobierno Nacional y 
las Gobernaciones; donde estas últimas son las encargadas de hacer, a través de las distintas 
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Secretarías de Planeación, el primer ejercicio de revisión y validación de proyectos y 
posteriormente darle trámite ante la Secretaria Técnica del OCAD de CTeI, ejercida por el 
Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación.  
Ahora bien, se enfatiza en la importancia que tiene el análisis de la toma de decisiones en las 
Secretarías de Planeación Departamental a través de una revisión a las fases del proceso decisional 
y ver cuál es el papel y efectos de la discrecionalidad en esta instancia. Dicho estudio, se considera 
pertinente y relevante puesto que, por una parte, aporta al proceso operativo en términos prácticos 
del FCTeI del SGR y la forma cómo se asignan los recursos, y, por otra parte, puede aportar para 
ser más eficiente y transparente el Fondo.  
Adicionalmente, se podrá conocer el papel que juega el diseño institucional en generar un alto 
grado de discrecionalidad al momento de tomar una decisión. De igual forma, ayuda a tener una 
base crítica frente a la cuestión de las regalías, específicamente en materia de recursos destinados 
a Ciencia, Tecnología e Innovación y sugerir procesos o mecanismos que faciliten la toma de 
decisiones en el nivel departamental atendiendo criterios de transparencia y buen gobierno. 
En este abordaje se trató de tener respuesta frente a los siguientes interrogantes: 
 ¿Cómo es el diseño institucional para la toma de decisiones en el Fondo de Ciencia 
Tecnología e Innovación del Sistema General de Regalías? 
 ¿Qué tipo de actores y cómo intervienen en la toma de decisiones (revisión y trámite) sobre 
los proyectos presentados ante la Secretaría de Planeación de la Gobernación del 
Magdalena? 
 ¿Cómo afecta la discrecionalidad la toma de decisiones sobre los proyectos presentados 
ante el Gobierno Departamental?  
 ¿Hay elementos que puedan mejorar la toma de decisiones y así cumplir el principio del 





3.1. OBJETIVO GENERAL:  
Identificar los factores que determinan la alta discrecionalidad en la toma de decisiones de los 
proyectos presentados ante el Fondo de CTeI del Sistema General de Regalías en el departamento 
del Magdalena.  
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS:  
 Examinar el diseño institucional y la toma de decisiones en el FCTeI del SGR. 
 Analizar el juego de los actores en la toma de decisiones sobre los proyectos presentados 
ante la Secretaría de Planeación de la Gobernación del Magdalena. 
 Explicar las consecuencias generadas por la alta discrecionalidad en la toma de decisiones 
sobre los proyectos de CTeI.  









El proceso de toma de decisiones en política pública y el estudio de la toma de decisiones en el 
Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de Regalías, es el marco teórico, 
conceptual y normativo respectivamente para abordar. El estudio se llevó a cabo por medio de un 
enfoque que aplica un mayor peso cualitativo con un tipo de investigación descriptivo, el cual es 
muy indicado para interpretar y comprender la realidad social, política o económica. Siendo dicha 
metodología la que se da a partir de la recolección de información para luego ser analizada e 
interpretada de forma crítica.  
a. Diseño metodológico  
El proyecto se ejecutó bajo un diseño explicativo secuencial (DEXPLIS), el cual pertenece a los 
diseños mixtos específicos y se caracteriza por una primera etapa en la cual se analizan datos 
cuantitativos, seguida de otra donde se recogen y evalúan datos cualitativos (Hernández-Sampieri, 
Fernández-Collado, & Baptista, 2014). Para efecto de este, en primer lugar, se realizó un marco 
teórico y conceptual sobre el proceso de diseño institucional y toma decisiones en política pública, 
se hizo énfasis en los aportes conceptuales propuestos por Dente y Subirats (2014) sobre la 
caracterización de los actores que toman las decisiones en política pública. En segundo lugar, se 
desarrolló el marco normativo de las regalías en Colombia, específicamente del Fondo de Ciencia, 
Tecnología e Innovación - FCTeI. 
b. Métodos de análisis de datos:  
En ese orden de ideas, el diseño metodológico mixto se aplicó directamente en el estudio de caso, 
teniendo en cuenta dos momentos:  
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Momento I - Análisis cuantitativo: La toma de decisiones que aborda el estudio radica sobre 
aquella que se da al momento que un ente territorial de primer nivel debe revisar y presentar 
(Postular) un proyecto a la secretaría técnica del OCAD. Es decir, la unidad básica de análisis es 
la decisión que se toma sobre un proyecto en el marco del FCTeI. Por lo anterior, se recolectaron 
y analizaron datos (cuantitativos) como: 
- Número de proyectos de CTeI viabilizados desde la Secretaría de Planeación departamental 
en el periodo 2012 – 2015. 
-  Número o porcentajes de proyectos rechazados en el periodo 2012 – 2015. 
- Número o porcentajes de proyectos aprobados finalmente por el OCAD del FCTeI. 
- Monto de recursos disponibles para proyectos de CTeI.  
- Monto de recursos asignados a cada proyecto de CTeI aprobado. 
- Directores de proyectos y quienes intervinieron en su aprobación. 
- Porcentajes de ejecución técnica/financiera de los proyectos. 
Los hallazgos del momento I fueron validados e interpretados bajo la luz de cada evidencia. En 
ese sentido, se logró identificar la unidad de análisis y el contexto técnico que lo rodea para avanzar 
de esta forma al momento II (Análisis cualitativo).   
Para poder dar respuesta a la pregunta de investigación sobre los factores que generan la 
discrecionalidad en la toma de decisiones se hace necesario conocer quiénes son los que toman las 
decisiones y cuales son su tipo, roles y los recursos con los cuales cuentan. Por ello, bajo los 
postulados de Dente y Subirats (2014) se avanzó en caracterizar los participantes del juego 
decisional en el ente territorial.   
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Esta investigación se basó en un diseño mixto Cuan/CUAL, tiene mayor peso lo cualitativo por 
esto puede tener una tendencia a genera juicios de valor por parte del estudiante ya que, finalmente, 
trata de comprender el comportamiento del actor y las razones que determinan la conducta 
decisional. 
Con los resultados de este análisis cuantitativo (Se puede corroboran en el Capítulo III), se 
procedió avanzar en un análisis cualitativo, así:  
Momento II - Análisis cualitativo: Se aplicaron dos instrumentos para la recolección de 
información uno a través de una encuesta de caracterización de actores (ANEXO 1a) y de 
entrevistas semi-estructuradas (ANEXO 1b, 1c, 1d). Estas tienen la ventaja de recolectar 
información con mayor profundidad sobre los procesos e incidencia que tienen los actores al 
intervenir en la toma de decisiones a nivel departamental. 
Los actores entrevistados intervinieron durante el periodo 2012 - 2015 en la presentación, revisión, 
o aprobación de los proyectos de Ciencia, Tecnología e Innovación aprobados con recursos del 
SGR en el del departamento del Magdalena, además, se abordaron diversos actores claves en la 
toma de decisiones o que conocen de primera mano la operación de los proyectos y su proceso en 
el departamento. Fueron aplicadas en profundidad veinte (20) entrevistas y el abordaje se realizó 
teniendo en cuenta la siguiente clasificación general7:  
- Actores externos a la toma de decisiones, entre ellos, investigadores, co-investigadores, 
expertos, académicos, técnicos y personal que puede presentar proyectos al FCTeI desde 
las universidades, institutos/centros de investigación u otras entidades. 
                                                          
7 Esta preclasificación se realizó con el fin de agrupar los actores en tres grandes sectores y facilitar la aplicación de 
los instrumentos.  
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- Actores institucionales generalmente intervinieron en la toma de decisión o que actuaron 
de una u otra forma, dado que hacen parte del aparato gubernamental: Secretario de 
Planeación, asesores de regalías, miembros del CODECTI, miembros de la agenda de 
competitividad o personal técnico burocrático.  
-  Actores políticos aquellos que en un momento dado podían intervenir en la aprobación de 
un proyecto, una iniciativa o eventualmente bloquearla, ser su impulsor o aliado: 
Legislador, exlegislador o gestor.   
Los análisis son consignados en el capítulo de resultados principalmente entre los numerales 
7.3 a 7.5.  
b. Tipo de datos o evidencia:  
Los datos analizados fueron de tipo primarios y secundarios. Es un estudio principalmente 
explicativo dado que trata de demostrar las deficiencias que tiene el diseño institucional y cómo 
afecta la toma de decisiones a partir del alto grado de discrecionalidad presente en la revisión y 
trámite de un proyecto, generada por la dinámica de los actores intervinientes. Se tomaron 
evidencias de: proyectos, bases de datos, actas, informes oficiales, entrevistas, notas de prensa, 






5. CAPÍTULO I. MARCO TEÓRICO  
El presente análisis tiene como línea central el ejercicio de la ejecución de políticas públicas, 
tomando como referencia el diseño institucional y los procesos de discrecionalidad al interior de 
la arena gubernamental y en el accionar de los actores como determinadores de la acción del 
Estado, donde se abarcan diferentes puntos de vista, pero se resalta la teoría de Dente y Subirats 
en su texto Decisiones públicas: Análisis y estudio de los procesos de decisión en políticas 
públicas (2014).    
5.1. EL DISEÑO INSTITUCIONAL 
El diseño institucional se convierte en el molde donde se estructuran, organizan y operan las 
instituciones, arena en la cual se toman las decisiones. Por ello, es necesario conocer cómo se 
estructura ese diseño al interior del FCTeI toda vez que ese diseño termina condicionando la forma 
cómo se toman las decisiones y esto puede definir la presencia o no de alta discrecionalidad al 
momento decisional. 
Antes de abordar el diseño institucional, es pertinente tener claridad sobre las bases que soporta la 
toma de decisiones y más específicamente dentro de qué escenario se dan, estas decisiones toman 
vida dentro de los que se conoce como las instituciones, las cuales según Douglas North en De la 
Mora (2011) son las reglas del juego de una sociedad o, más formalmente, son las limitaciones 
ideadas por el hombre que dan forma a la interacción humana. Pero, en general se entienden como 
un sistema de normas respecto a un conjunto particular de actividades (Roemer, 1994 citado en De 
la Mora, 2011). Asimismo, Abitbol (2005) las define como acuerdos sociales que están destinados 
a subsanar posibles diferencias al interior de las organizaciones, que son conocidas en el ámbito 
de lo formal y lo informal; y que con el tiempo se afianzan y son decisorias a la hora de configurar 
un modelo de sociedad, gobierno e incluso de Estado.  
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Un resumen de las anteriores definiciones sería la dada por De la Mora (2011) que define las 
instituciones como una “línea continua de normas reguladoras de la conducta humana que van 
desde las más informales como la costumbre y las creencias, pasando por la cultura y los valores; 
hasta aquellas que han alcanzado la mayor formalización dentro de una sociedad organizada y que 
bien puede decirse que definen aquellos valores y principios constituyentes de todo Estado 
moderno, que se encuentran plasmados en las respectivas constituciones y el conjunto del 
entramado normativo que de ellas se deriva”.  
No obstante, las instituciones, aunque sean relativamente estables, Goodin (2003) plantea que no 
son eternas e inmutables, por ello pueden presentar cambios que se pueden dar por accidente, 
evolución y/o intencionalidad; aunque afirma que todo caso real de cambio institucional involucra, 
casi siempre, una combinación de estos tres elementos. 
En efecto, estas instituciones sufren cambios de diferentes maneras; son cambios en su 
configuración, son cambios sociales que se expresan por accidente, suceden porque deben de 
suceder; se tiene también el cambio que se presenta por la evolución misma de las instituciones, 
cambios que pueden expresar una mejor adaptabilidad en el medio a los procesos históricos; y, 
finalmente se tiene en esos cambios sociales uno que es resultado de la intervención decidida de 
parte de unos actores que persiguen un interés con intencionalidad (Goodin, 2003). 
Por consiguiente, es en el escenario de instituciones fuertes y dinámicas donde el diseño 
institucional cobra vida; un buen diseño es aquel que se corresponde ajustadamente con su entorno, 
por tanto, un buen diseño institucional resulta tanto coherente en lo interno como externamente, 
en armonía con el resto del orden social en el cual se inserta (Goodin, 2003). 
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Ese diseño institucional, como lo plantea Goodin (2003), es intencional ya que la intencionalidad 
desempeña un papel más central que los relatos evolutivos acerca del cambio institucional por el 
hecho que el mecanismo de selección que filtra algunas variedades y acepta otras es, en el contexto 
social, esencialmente intencional en su forma.  No quiere decir que, esa intencionalidad sea una 
única y determinante; dado que, las instituciones pueden ser también producto de intenciones 
nunca deseadas, y no siempre diseñadas a imagen y semejanza de los individuos o del mismo 
diseño institucional.   
Podría decirse que el cambio al nuevo modelo de regalías (SGR) se efectuó atendiendo una 
intencionalidad desde el Estado, donde se reconocía el “colapso” del modelo anterior, lo que 
condujo a una serie de cambio en lo conceptual, técnico y financiero que han generado de igual 
forma deficiencias en su operación.  
Hay que tener en cuenta que, en el diseño de instituciones, nos encontraremos continuamente 
trabajando contra un telón de fondo de un conjunto de prácticas del pasado, las cuales implican 
sus propias restricciones y posibilidades particulares, es decir, dejan rastros en el presente y 
restringen las acciones presentes y las futuras opciones, lo que casi siempre limitará el buen diseño 
institucional (Goodin, 2003). Entonces, ¿qué tipo de principios debería guiar el diseño 
institucional? pues para este autor los principios debían tener una resonancia moral muy profunda 
porque el buen diseño institucional no es simplemente una cuestión de pragmática. 
Entre estos principios se encuentran: la posibilidad de revisión bajo la premisa que los seres 
humanos somos falibles y las sociedades cambian; pero sólo deben dar respuesta únicamente a 
cambios pertinentes que no sea manipulado por lo que otro principio del diseño institucional es la 
solidez. Un principio nuevo sería el de la sensibilidad a la complejidad motivacional, aunque es 
cuestionable porque favorece a las personas “canallas” que en su mayoría presentan adulteración 
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de sus motivos, es decir, tienen impulsos hacia el interés propio, pero junto con motivaciones 
nobles y altruistas. Por último, en la medida en que se cuenten con procesos de ensayo y error y 
de aprendizaje por la experiencia para perfeccionar los acuerdos institucionales siempre se deseará 
contar con el principio central de variabilidad. 
El nuevo diseño institucional del SGR, aunque sigue siendo centralizado y jerárquico, dio pasos 
hacía una mejor distribución de los recursos, pero mantiene la misma estructura débil y poca 
capacidad en los territorios donde se busca generar mejores dinámicas en materia de ciencia, 
tecnología e innovación. Con procesos administrativos lentos, poco definidos y desbordados en 
tareas; dada la puesta en marcha del nuevo modelo de administración de las regalías. 
Ahora bien, esa distinción del diseño institucional nos permite dar cuenta de la importancia de las 
instituciones por lo influyentes que son y permiten comprender la manera en que funciona la vida 
social. Como afirma Tamayo (1997) citado en De la Mora (2011) éstas son esencialmente un 
conjunto de organizaciones que combinan determinados recursos (normativos, humanos, 
financieros y tecnológicos) y los transforman en políticas, programas públicos y servicios para 
atender los problemas de los ciudadanos, controlar sus comportamientos, satisfacer sus demandas 
y, en suma, lograr ciertos impactos políticos, sociales y económicos. Dichos impactos se traducen 
en el largo plazo en desarrollo económico y social.  
En ese sentido, como lo señala González (2008), quizás la principal diferencia entre los procesos 
de desarrollo de los países industrializados y los no industrializados está en el entorno institucional 





5.2. LA TOMA DE DECISIONES EN POLÍTICA PÚBLICA  
El término política se entiende como el curso de acción a seguir para obtener un objetivo; en efecto, 
cuando estas acciones hacen parte de un organismo estatal es lo que se llama políticas públicas 
(Muñoz & Núñez, 2011, p 30).  
Una de las mayores dificultades para comprender el concepto de “política pública” (policy) suele 
relacionarse con el hecho de que en la práctica dicho término es confundido con los conceptos de 
“politics” y “polity”.  
El concepto de “policy” es tradicionalmente traducido al español como política, lo que a su vez 
suele ser interpretado como “politics” (la actividad política como competencia por el poder) o 
“polity” (el ámbito del gobierno de las sociedades o la esfera política distinta de/en oposición a la 
sociedad civil). De esta manera, se confunde el arte de la puja por el poder (“politics”) con lo que 
hoy se conoce como política pública, el arte de saber qué se hace con el poder una vez este es 
adquirido. (Ordóñez, et al, 2013, p.27) 
Nigrini y Flores (2009), Alzate (2011), Cardozo (2013), Parsons (2013), Cejudo y Michel (2016) 
y Velázquez (2016) definen a las políticas públicas como un conjunto de mecanismos y pautas que 
utiliza el Estado para resolver una problemática (política, educativa, cultural, económica, social, 
etc.) que afecta a una comunidad en específico. 
Así mismo, Myriam (2013), afirma que las políticas públicas son respuestas que se diseñan y 
aplican con el fin de resolver una problemática relevante para sectores de la sociedad, y que no es 
eficaz resolver desde los organismos privados, por tanto, dichas políticas resultan de un proceso 
de sucesivas tomas de posición, que se constituyen en un conjunto de decisiones, acciones u 
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omisiones  asumidas por los gobiernos, que dan, en un lugar y periodo determinado, la respuesta 
al problema público vivido (p. 2) 
Por lo anterior, se habla de política pública como un proceso político, administrativo y social: 
social, porque dicha política es una respuesta del Estado y/o los gobierno a problemas y 
necesidades de la comunidad; político, porque en este ámbito se toman las decisiones y; 
administrativo, porque este sistema se encarga de la ejecución de la política para hallar posibles 
soluciones para el sistema social quien es el que recibe los frutos de la acción del Estado (Vargas, 
2009, p. 12).  
No obstante, para Velázquez (2009) una definición completa de política pública es aquella que 
tiene en cuenta todos sus elementos y no estaría definida bajo lo normativo sino desde un enfoque 
descriptivo, ya que con ello no se define lo que debería ser, sino, por el contrario, lo que 
reconocería todo sistema político como política pública, en sus palabras: 
Es un proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos, adelantado 
por autoridades públicas con la participación eventual de los particulares, y encaminado a 
solucionar o prevenir una situación definida como problemática. La política pública hace parte de 
un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende modificar o mantener. (p. 156) 
Se podrían abordar un sinnúmero de definiciones de política pública, e inclusive, todas válidas y 
complejas, pero este documento se rige a los planteamientos de Cuervo (2007) citado en Valencia 
Agudelo y Álvarez (2008) que define política pública como: 
Actuaciones de los gobiernos y de las otras agencias del Estado, cuando las competencias 
constitucionales así lo determinen –en desarrollo de ese marco y de las demandas ciudadanas–
caracterizadas porque constituyen flujos de decisión –o una decisión específica– orientadas a 
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resolver un problema que se ha constituido como público, que moviliza recursos institucionales y 
ciudadanos bajo una forma de representación de la sociedad que potencia o delimita esa 
intervención. (p. 109) 
Dentro de ese contexto, Cuervo logra sistematizar lo que se podría decir son los grandes momentos 
de un proceso de política pública, entre ellos se tiene: el problema, la decisión, la implementación 
y la evaluación (Ver Figura 1), la toma de decisiones se podría decir que es el momento donde se 
define el futuro de la acción gubernamental. 
Figura 1. El ciclo general de las políticas públicas     
 
Fuente: Elaboración del autor, adaptado de Cuervo (2007). 
Antes de contextualizar la toma de decisiones, es importante abordar los otros tres momentos del 
proceso, y es así como Myriam (2013) establece como análisis ex - ante la formulación del 
problema, constituyéndose como un diagnóstico para la generación y análisis de las alternativas 
de solución; de tal manera de escoger o seleccionar la opción más adecuada (p. 3). 
También reconoce el momento de implementación como la puesta en marcha y control del 
momento uno (I), y ello se hace a través de la toma de decisiones y acciones concretas que tienen 
como fin la incidencia en el problema público (Myriam, 2013, p. 3); sin embargo, la realidad suele 



















ser distinta porque, a veces, la implementación de tal política no incide en la problemática, ya sea 
por problemas en el diseño, recursos insuficientes, inadecuada implementación, etc.  
Por otro lado, Alzate (2011) expresa que el Gobierno tiene que ser un actor con una participación 
activa en la implementación, ya que debe incluir la policy en su agenda pública, convirtiéndose ya 
sea en normas o leyes, y, por tanto, para su eficacia se deben asignar recursos financieros y técnicos 
(p. 103). 
Por esto, al momento de evaluar las políticas públicas, se debe tener en cuenta cuatro criterios 
esenciales: efectividad, eficiencia, equidad y calidad (Vargas, 2009, p. 4). Tal evaluación es una 
función política para así tener un medio de justificación de las acciones que hará el Estado ante los 
ciudadanos; a su vez, sirve para la producción de información que se utilizaría para la orientación 
y valoración de las decisiones tomadas en el planteamiento, gestión y ejecución de estas. 
Por su parte, Martínez (2009) y González (2012) citados por Henríquez (2013, p.231) definen la 
efectividad o la eficacia de una política pública como la capacidad de poder elegir los objetivos 
adecuados para poder obtener los resultados y/o efectos esperados, es decir, este criterio se centra 
en los resultados. Sin embargo, según Alzate (2011, p. 14), las decisiones que se emplean durante 
el proceso indirectamente afectan otras problemáticas y disminuye la efectividad porque no 
generan un bienestar social, por lo que las políticas deben ser combinaciones óptimas de decisiones 
no totalmente paralelas, porque si una sociedad se encuentra en diferentes problemáticas que 
afectan a un territorio y se combate solo a una sin tener en cuenta las demás, sin lugar a duda, no 
se alcanzaría la efectividad suficiente para llegar al bienestar común. 
Por otro lado, Mokate (2001) y Henríquez (2013) concuerdan en que el término eficiencia trata de 
la implementación necesaria de factores para llegar a un fin con un menor costo posible, ya sea 
33 
 
cuantitativo o cualitativo o ambos. Para complementar, Moreno (2009) establece que la eficiencia 
se relaciona con la orientación hacia el interés público, es decir, que los entes implicados en la 
política pública salgan favorecidos (p.6). 
En cuanto al criterio de equidad, Sojo (2004) sostiene que hay situaciones en que las deficiencias 
políticas no son consecuencias de los decretos, leyes y proyectos establecidos, sino factores 
decisionales ajenos al proceso; las problemáticas en políticas públicas son el resultado de disputas 
ideológicas que dejan de lado el bienestar social y que van en detrimento del bien común (p.13). 
En relación con lo anterior, cabe resaltar que las políticas públicas y acciones del Estado se vieron 
modificadas hacia la igualdad de género para la década de los noventa, esto como resultado de las 
exigencias y el replanteamiento de las acciones democráticas por parte de las mujeres y la 
modernidad de toda la sociedad, sin lugar a duda, este fenómeno implica la creación de nuevas 
políticas en donde la igualdad de oportunidades en la sociedad sea una realidad.  
Plantea Ferreiro y Silva (2010) cuando afirman que calificar la calidad de las políticas públicas no 
es un proceso fácil y más cuando las políticas no tienen explícitas las metas y objetivos por lo que 
se puede caer en el error de apreciarlas desde una perspectiva subjetiva (p. 10); por tal motivo, las 
políticas deben tener un camino claro y conciso a la vista de la sociedad, el Estado debe tener un 
sistema lógico y preciso que permita la evaluación de calidad desde una posición imparcial. 
De acuerdo con esto, la política pública vendría siendo una metodología en donde participan 
diferentes sectores que velan por los recursos del Estado, lo más común es que nace de acuerdos 
o desacuerdos entre sociedades y en la formulación y ejecución del proceso casi siempre existen 
disputas políticas (Cortés y Acevedo, 2004, p. 2). 
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Dado lo anterior, una de las falencias en la política pública es que, en lo profundo de cada acción, 
se encuentra una ideología y que, por lo general, no siempre es explícita para el público por las 
diferencias sociales, en ocasiones se hace socialmente aceptables las desigualdades e inequidades 
a causa de intereses privados. (Huaylupo Alcázar, J. A. 1999) 
No obstante, para obtener los mínimos errores posibles en un proceso de policy, seis son las 
características claves para su buen funcionamiento: estabilidad; adaptabilidad; coherencia y 
coordinación; calidad de la implementación y de la efectiva aplicación; orientación hacia el interés 
público y eficiencia. (IPAP, 2017). En ese sentido, una de las fases posteriores a la definición, 
descripción y materialización de un problema público, es precisamente identificar los criterios de 
decisión o saber de qué forma el tomador de decisiones toma una alternativa y desecha otras 
(Ordoñez, 2013). Es así como la toma de decisiones públicas toma importancia en el ciclo de 
análisis de las políticas, ya que es en ese momento que se establece finalmente el éxito de la 
intervención estatal sobre un problema público (Para mayor claridad Ver Tabla 1 – FASE III). 
5.3. LOS ACTORES EN LA TOMA DE DECISIONES DE POLÍTICA PÚBLICA  
La toma de decisiones hace parte del campo de Políticas Públicas, es decir, no se puede concebir 
políticas públicas sin llevar a cabo procesos de tomas de decisiones ya que, determinar y decidir 
hace parte de la labor diaria de los gobiernos (González & Gómez, 2015). Dentro de este proceso, 
según Velázquez (2016), el tema argumentativo toma gran relevancia puesto que por medio de ella 
se crea el poder de convencimiento hacia los diferentes personajes que hacen parte de la esfera 











Fuente: Tomado de Velázquez (2016, p. 167) 
 
La discrecionalidad como lo plantea el Dr. Ordoñez “parte del principio que el actor tiene el 
espacio o juego para tomar una decisión y esa decisión en muchos casos está basada en principios, 
valoraciones humanas, situaciones mecanicistas o subjetivas” (G Ordóñez, comunicación 
personal, 12 de septiembre de 2018). Sin embargo, hay que señalar que la discrecionalidad se da 
en la medida que el actor que la ejecuta cuenta con unos atributos u recursos que en muchos casos 
no es solo la ausencia o vacíos jurídicos y administrativo, si no la capacidad de persuasión, 
convencimiento o argumentación que tenga o desarrolle sobre los demás sujetos; el actor con poder 
discrecional. 
La importancia de la toma de decisiones está determinada no sólo por los montos de recursos que 
se comprometen, o los potenciales beneficiarios o no de la implementación de un proyecto, 
programa o política; sino, principalmente, por los actores que toman la decisión, los cuales según 
Dente y Subirats (2014) son los que actúan, y se pueden identificar según su tipología, roles, 
objetivos y/o recursos con que cuentan al momento de intervenir en la esfera pública.  
Por tal razón, el término actor es designado a todo aquel que lleva a cabo una acción a través de 














“la noción de actor en las políticas públicas tiene dos dimensiones: la contribución del actor en el 
proceso político y el impacto o influencia de dicha contribución en el resultado de la política 
pública” (p. 47). 
El estudio de los actores de policy constituye un factor central en el Análisis de Políticas Públicas 
(toma de decisiones), ya que ello implica reconocer los valores, las creencias y los modelos 
mentales que dan lugar a definiciones específicas del problema decisional, y al perfilamiento de 
estrategias, métodos y tácticas que definen su marco de acción en el proceso de toma de decisiones 
sobre policy (Pérez, 2017).  
Teniendo en cuenta el tipo de política, las competencias establecidas por el ordenamiento jurídico 
y la fase del ciclo de política pública, así será el grupo de actores que intervengan en el proceso de 
policy making (Velázquez, 2009, p.163). Por ejemplo, durante la formulación pueden intervenir 
los cuerpos colegiados de elección popular (congreso, concejos municipales, etc.); y durante la 
implementación intervienen las oficinas de la rama ejecutiva, los ministerios, secretarías, 
departamentos administrativos, etc. (Ver tabla 1). 
Por otra parte, para Vahos (2017), los actores pueden ser tanto individuales como colectivos, 
públicos y privados, estatales y sociales, los cuales son partícipes de la dinámica de colaboración 
y conflicto que se da en el cambio político y en los cambios de política (p.4). De igual forma, los 
actores se pueden caracterizar por su actitud pasiva o activa durante el proceso de toma de 







Tabla 1. Las actividades y los actores del ciclo de policy. 





intereses, demandas y agenda 
pública. 
Partidos, movimientos sociales, gremios, 
medios, políticos, administración pública, 
ONG, etc. 
Formulación de 
soluciones o acciones 
Elaboración y valoración de 
respuestas, selección de 
criterios. 
Parlamentos, gremios, administración pública, 
organizaciones políticas y sociales, ONG, etc. 
Toma de decisión 
Encontrar una coalición 
mayoritaria, legitimación. 
Parlamentos, presidente, ministro, gobernador, 
alcalde, etc. 
Implementación 
Ejecución, gestión, efectos 
concretos. 
Administración pública, ONG, empresa 
privada, etc. 
Evaluación 
Reacciones, juicio sobre los 
efectos, medición, valoración, 
propuestas de reajuste. 
Medios, expertos, administración pública, 
responsables políticos, organizaciones políticas 
y sociales, gremios, afectados, ONG, etc. 
Fuente: Elaboración por el autor, adaptado de Roth (2008, p. 79) 
 
Ahora bien, en este apartado, la definición de actores se sujeta a la dada por Dente y Subirats 
(2014), los cuales sostienen que la acción o decisión tomada por los actores dependerá de los 
objetivos perseguidos, el rol que desempeñan y los recursos que tengan a su alcance para influir 
en los procesos de políticas. Para estos autores, los actores están inmersos en un mundo de 
relaciones donde los objetivos que persiguen son influenciados, principalmente, por el contexto 
sociopolítico donde se desarrolla el proceso. 
En consecuencia, se puede señalar dos tipos de objetivos: de contenido y de proceso (Dente & 
Subirats, 2014).  Los objetivos de contenido hacen referencia a la búsqueda de la solución de la 
problemática, es decir, los actores que persiguen estos objetivos están comprometidos con la causa 
y esperan tomar la mejor decisión teniendo en cuenta la situación; en cambio, los objetivos de 
procesos son sinónimo de protagonismo, los actores en esta posición esperan que las 
consecuencias de la política escogida se vean reflejadas en sus recursos, imagen y poder.  
El juego de poder que se esconde en el ámbito político tiene una génesis y son los objetivos de 
procesos que los actores de las políticas públicas en la toma de decisiones de manera voluntaria o 
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involuntaria deciden tomar como su principal objetivo, sino fuese así, en la arena política, el 
ejercicio de decisión sería solo la identificación de problemáticas y seleccionar la decisión 
adecuada para los afectados.  
Por esto, los actores, los recursos que activan y el ámbito institucional en el que lo hacen, son tres 
factores fundamentales que explican los diversos resultados de las políticas públicas (Knoepfel, 
Larrue, Varone & Hinojosa, 2007, p 12); estos actores son sujetos racionales que tienen en cuenta 
las consecuencias de sus actos y decisiones, a su vez, tratan de promover sus ideas e intereses 
teniendo en cuenta, a veces, las reglas institucionales y las normas sociales.  
Los actores para promover sus ideas, legitimar sus argumentos y perseguir sus objetivos, activan 
los recursos que tienen a su alcance, los cuales pueden ser desde potestad legal y política hasta 
recursos económicos y cognitivos. Dente y Subirats (2014), sostienen: 
Para que un actor pueda efectivamente influir sobre los resultados de un proceso de 
toma de decisiones, es necesario que sus acciones puedan generar, al menos 
potencialmente, efectos relevantes para los otros participantes en la decisión; esos 
efectos vendrán determinados por los recursos que disponga. 
Es así como definen a los recursos; como la capacidad de los actores para influir e intervenir con 
eficacia en los procesos de política, donde estos recursos de acción consisten en la transferencia 
de un bien cualquiera que tenga valor para quien lo recibe. Para ello, distinguen cuatro tipos de 
recursos:  
Tabla 2. Los recursos de los actores en el proceso de toma de decisiones 
RECURSOS CARACTERÍSTICAS 
Recursos políticos Capacidad para poner en movimiento consensos y/o generar aprobación de la 
población en su conjunto, o específicamente, de grupos sociales que hacen parte 
de las diversas políticas públicas. 
Recursos económicos  Capacidad de movilizar el dinero, recursos financieros u otro tipo de riqueza.  
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Recursos legales  Capacidad legal y potestad para hacer normas, incluyendo posiciones de ventaja 
que lo jurídico y las autoridades legislativas y administrativas atribuyen. 
Recursos cognitivos Capacidad de movilizar conocimiento, ya sea datos, informaciones o una teoría 
modelo relevante para la decisión que se ha de tomar.  
Fuente: Elaboración por el autor, adaptado de Dente y Subirats (2014) 
 
 
A raíz de la racionalidad, los objetivos y los tipos de recursos, se pueden clasificar según Dante y 
Subirats (2014) cinco tipos de actores que intervienen en el proceso decisional: 
Tabla 3. Tipos de actores en el proceso de toma de decisiones. 
TIPOS  CARACTERÍSTICAS 
Políticos  Basan su derecho de participar en policy en el hecho que son representantes de los 
ciudadanos, la cual fue obtenida por medio de una legitimidad electoral que los 
hacen gozar de consensos significativos para la toma de decisión.  
Burocráticos 
Basan su derecho de intervenir en policy en el hecho que poseen competencia formal 
y legitimidad legal (normas, leyes, decretos), por lo cual les compete una 
responsabilidad específica en el proceso de toma de decisión. 
Intereses especiales 
Basan su derecho a participar en el proceso de toma de decisiones por el hecho de 
que las alternativas a elegir benefician sus intereses, por tanto, presentan objetivos 
de proceso. 
Intereses generales 
Sin estar dotados de legitimidad política o legal, basan su derecho a intervenir en el 
hecho de que representan sujetos que no pueden actuar en primera persona. 
Expertos 
Intervienen por el hecho de que poseen los conocimientos necesarios para tratar el 
problema público y por tanto formular alternativas de solución.  
Fuente: Elaboración por el autor, adaptado de Dente y Subirats (2014) 
Pérez (2017) llama a los actores de intereses especiales, de intereses generales y a los expertos 
como actores terciarios e informales, los cuales son “un conjunto de participantes que en su 
mayoría son privados y la política pública no les está directamente destinada o la estructura legal 
y burocrática no los involucra directamente” (p. 261). Por tanto, sólo actúan con la posibilidad de 
que los resultados de la implementación de la policy tengan un impacto sobre ellos y sus intereses.    
Por su parte, los actores expertos son los que manejan el conocimiento técnico para la toma de 
decisión en un proceso de política pública, ya que cuentan con las herramientas intelectuales o los 
recursos cognitivos suficientes que le dan la legitimidad para intervenir en el proceso; sin embargo, 
a pesar de contar con la experticia, dichos actores terminan actuando condicionados por los grupos 
de intereses.  
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Los intelectuales expertos condicionan en cierta medida la problematización de los 
asuntos de la política, pero son los grupos de interés en cualquiera de las 
dimensiones de la política, los que terminan influyendo en la problematización y la 
respuesta a determinados asuntos. Los expertos responden, finalmente, a los 
asuntos que los grupos de interés logran posicionar en la agenda pública. (Aguilar, 
1993; citado por Pérez, 2017, p. 261). 
Adicionalmente, se pueden encontrar otros dos tipos de actores, los cuales se pueden denominar: 
población objetivo y beneficiarios finales. Estas dos categorías se relacionan por el hecho que 
terminan siendo el centro de la política pública porque, en teoría, es el por qué y para qué se toma 
la decisión de intervenir en el problema público, sin embargo, presentan un agravante y es que 
poco o nada intervienen en la toma de decisiones.  




Sujetos cuyo comportamiento, políticamente, es considerado como la causa directa del 
problema de política pública, por ende, en ellos se encuentra los factores explicativos del 
problema. Su derecho a intervenir suele ser difuso, ya que la inclusión de sujetos en esta 
categoría depende de la elaboración de la problemática y del nivel de consenso que logren 
los otros actores al momento de incorporar el asunto público a la agenda del gobierno.  
Beneficiarios 
finales  
Sujetos que basan su derecho a intervenir por el hecho que son los principales afectados 
por la problemática, por tanto, son los principales beneficiarios de la política pública. No 
obstante, cuando los demás actores persiguen objetivos de procesos, este grupo no son los 
únicos que reciben beneficios, ya que en muchos casos el proceso de policy making se 
ajusta para que los demás implicados en el proceso se beneficien.  
Fuente: Elaboración por el autor, adaptado de Pérez (2017).  
Por último, las funciones que cumplen los actores en el ámbito del problema decisional, y que 
implican limitaciones en los comportamientos y en la dinámica del proceso, pueden categorizarse 
según Dante y Subirats (2014) en siete roles:  
Tabla 5. Los roles de los actores en el proceso de toma de decisiones. 
ROLES CARACTERÍSTICAS 
Promotor 
Sujeto que suscita el problema, es decir, afirma la necesidad de intervenir para 
modificar la modalidad de tratamiento de un problema colectivo, y/o que 





Actor que tiene la función de pilotar el proceso, de acuerdo con la propuesta 
inicial, hasta obtener resultados. 
Opositor 
Sujeto que procede y que compromete sus recursos para impedir la 
transformación de policy.  
Aliado 
Actor que tiene objetivos de contenido o de procesos compatibles con los del 
promotor y/o director y aporta sus recursos a la coalición innovadora 
desarrollando acciones, o simplemente declarando su apoyo.  
Mediador 
El tipo de gestor o director del proceso que persigue exclusivamente objetivos 
de proceso y que está particularmente interesado en favorecer un acuerdo 
entre los actores presentes.  
Gatekeeper (Portero) 
Sujeto que, aun no teniendo objetivos de contenido, a causa de los recursos 
que controla, es capaz de ejercitar un poder de veto, pudiendo bloquear el 
desarrollo del proceso decisional.   
Filtro 
Actor que entra en el proceso representando objetivos o intereses ajenos, y 
utilizando casi exclusivamente recursos del actor que representa.  
Fuente: Elaboración por el autor, adaptado de Dente y Subirats (2014) 
 
En suma, el actor viene siendo el sujeto pensante, ese individuo activo dentro de la política pública, 
por tal razón, al caracterizar a un actor en el proceso decisional, ya sea según su tipo, recursos y 
rol, se puede encontrar su nivel de incidencia en la decisión que se toma en la política pública; en 
la presente investigación, se logró caracterizar los actores en la toma de decisiones en el Fondo de 
Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de Regalías para el departamento del 
Magdalena, tomando como marco conceptual y enfoque teórico lo planteado anteriormente. De 
esta manera, se pudo avanzar en conocer su grado de incidencia desde la discrecionalidad en la 
toma de decisiones para que un proyecto pueda continuar su proceso decisional en el marco del 







5.4. LA DISCRECIONALIDAD EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  
Podría interpretarse que el SGR se rige en su generalidad y funcionalidad a través de una visión 
desde arriba/Top-down pero al analizar la operatividad del ciclo de un proyecto de CTeI, termina 
teniendo fuertes elementos y particularidades desde la visión desde abajo/Bottom-up, ambas muy 
utilizadas en la implementación de políticas públicas. Ahora bien, al revisar el ciclo del proyecto 
de CTeI y su trámite para ser financiado, se presentan una serie de instancias o espacios 
decisionales, que parte desde la voluntad misma de un ciudadano o una entidad de formular y 
presentarlo a los gobiernos territoriales para que entre en el conducto regular/caja de herramientas 
hasta su decisión final en el OCAD respectivo.  
Es preciso recordar que el presente trabajo analiza solo el proceso decisional que se ejecuta al 
interior de la Secretaria de Planeación Departamental, momento en el cual se toma una decisión 
de que un proyecto continúe o no, su proceso de aprobación y financiación con recursos del FCTeI, 
de allí, la importancia de tener claridad sobre la injerencia que se ejerce por actores políticos, 
burocráticos u otros para que la iniciativa logre su financiación.  
Figura 3. Momento decisional estudiado en el ciclo del proyecto de CTeI. 
  




























En la figura anterior, se identifica el momento decisional investigado, el cual corresponde a la 
revisión y presentación (postulación) que hace la Secretaría de Planeación de proyectos para 
continuar su paso hacía la verificación de requisitos por Colciencias. Es en este instante donde se 
toma una decisión, la cual está cargada de una alta discrecionalidad por parte del actor que 
interviene en la misma, tal y como se demostrará posteriormente en los análisis empíricos.   
En ese sentido, se reconoce la importancia que tiene el actor institucional o burocrático en materia 
de tomar una decisión dada las facultades que le confiere la Ley, pero esta decisión debe de estar 
pegada a la norma, a la regla o al procedimiento sin tomar parcialidad en la decisión.  
Ahora bien, epistemológicamente se entiende que las necesidades jurídicas de una colectividad 
superan el esquema legislativo fijo ya que, pretender que las normas incluyan la totalidad de los 
posibles acontecimientos que se suscitan en la administración pública demandaría una constante 
legislación tanto por la dinámica sociológica como por la variedad de situaciones, lo cual es 
imposible considerar normativamente, por tanto, requiriendo que la administración actúe de 
manera inmediata, con eficiencia, conveniencia, oportunidad y armonía, se hace necesario otorgar 
facultades o poderes especiales a los gobernantes denominada potestad discrecional (Villoslada 
Gutiérrez, 2013; Barberi Forero, 2015). 
Entendiéndose así, la discrecionalidad administrativa, como la “facultad que el ordenamiento 
jurídico otorga a un funcionario para que decida según los principios o estándares que considere 
justificadamente de aplicación ante la indeterminación o el carácter abierto de la norma jurídica a 
aplicar” (Sampol, 2003, p.340). Así como “las múltiples facultades concedidas a los gobernantes, 
a afectos de permitirle dar oportuna y eficaz respuesta a los retos que a menudo le plantean las 




De igual forma, para Giannini (1991) en Mora (2012), la discrecionalidad es entendida como la 
“valoración o apreciación por la administración del interés público. Esta valoración se concreta en 
una dialéctica entre intereses que realiza el órgano administrativo competente; el órgano en 
cuestión ha de actuar para la consecución de un interés primario (el interés general) que le viene 
en general dado por el ordenamiento”. Quiere decir esto que prima el interés de lo público y general 
de la sociedad y la ciudadanía, sobre el interés de quien finalmente toma una decisión de tipo 
política o administrativa. También se tiene que García Trevijano Fos (1968) citado en Mora (2012) 
visiona el concepto de discrecionalidad como una ponderación que se hace valorando varios 
intereses, no sobra decir que se refiere al general o particular.  
Marienhoff (1975), citado en Barberi Forero (2015) sentencia que el acto discrecional no debe ser 
improcedente, sino que este es un acto de la administración dotado de estricto derecho y que es un 
resultado que estructura y condiciona la voluntad. Quiere decir ello, aunque se reconoce el ejercicio 
de la discrecionalidad pegada a la norma, este no debe convertirse en absoluto en un acto 
improcedente y abusivo. 
Cabe señalar también que la denominada discrecionalidad administrativa, no es un acto ajeno y 
mucho menos contrario a la concepción del Estado de derecho, dado que, es en muchos casos la 
misma Ley la que otorga ese poder de forma explícita o implícita para la existencia de márgenes 
que en un momento dado se tomen decisiones que beneficie el interés público sobre el interés 
privado (Murillo Mena, 2014).  
Es la discrecionalidad un elemento sustantivo en la toma de decisiones en el ejercicio público; la 
cual, puede también en un momento dado lograr que el ejercicio administrativo en la esfera Estatal 
sea más rápido y eficiente en términos de tiempo y toma de decisiones. Incluso puede ser 
catalogada como necesaria, procedente y buena para la administración pública. Para el caso en 
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estudio, se puede inferir que gracias a ésta fue posible que un “buen” proyecto llegara a ser 
financiado o de lo contrario no hubiese sido tenido en cuenta dentro del FCTeI.  
La discrecionalidad supone entonces que, dentro de los márgenes legales, puede optarse 
lícitamente por decisiones o soluciones distintas, siempre que sea para satisfacer el interés público, 
en atención a criterios ya sean económicos, técnicos, de mera conveniencia social u organizativa 
o propiamente políticos (Murillo Mena, 2014, p.21).  
Hernández (2009) citando a Beltrán de Felipe, señala que existen dos tipos de concepciones de 
discrecionalidad (las más destacadas), una formal o negativa, y otra material o positiva; ambas 
definiciones enfatizan en que la discrecionalidad es un espacio de decisión no regulado o tan sólo 
parcialmente regulado por el legislador, el cual traslada ese ámbito de decisión a la Administración 
Pública. 
En cuanto a la concepción material o positiva de discrecionalidad, establece que ésta actúa en el 
caso donde el interés general no se encuentra especificado por la ley, por lo que, previa 
ponderación de todos los hechos, intereses, derechos o principios jurídicos comprometidos en el 
caso concreto, se le concede facultad discrecional a la administración para encontrar una solución 
para el mismo eligiendo la medida más adecuada para la satisfacción del interés público 
(Hernández, 2009, p.163). 
Por su parte, la definición de discrecionalidad que es útil para abordar el problema a investigar, es 
la relacionada a las concepciones formales o negativas, donde Beltrán de Felipe hace hincapié en 
considerar “la discrecionalidad como un espacio o ámbito de decisión no regulado o sólo 
parcialmente regulado por el derecho, que el ordenamiento, y en concreto el legislador, ha 
otorgado a la administración; como esa parcela decisional que, generalmente está prevista en 
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una norma habilitante, dejando un espacio vacío que ha de ser rellenado por la administración 
con criterios no necesariamente explicitados por el derecho” (Mora, 2012, p.93).  
Es lo mismo que expresa Dworkin citado en Sampol (2003), que la discrecionalidad no es otra 
cosa que el agujero de una rosquilla; éste no es sino el vacío creado por la rosquilla pero que no 
puede existir sin ésta. En analogía, “la discrecionalidad es un vacío de normas, un espacio abierto 
entre ellas, sin dejar de ser, sin embargo, una facultad atribuida a un juez o a un funcionario y que 
presupone la existencia de normas que la acoten”. 
En otras palabras, esa facultad discrecional se constituye en un proceso de elección o toma de 
decisión que precisamente se da por un vacío o espacio de la normatividad. Observa uno que el 
diseño institucional presente en el FCTeI, más específicamente en la fase 1 del proceso decisional, 
permitió a los gobiernos territoriales un espacio donde, finalmente, sean los mandatarios en cabeza 
del Departamento quienes tomen la decisión a su discreción, sobre qué proyectos son o no objeto 
de revisión por Colciencias. Por consiguiente, los vacíos terminan generando una alta participación 
del actor en la toma de decisiones representada en el uso y el abuso de la facultad discrecional que 
vulnera el ejercicio del buen gobierno de la administración pública.   
Barberi Forero (2015) establece como objeto de la discrecionalidad, cubrir la norma indeterminada 
o incompleta como labor de legalidad. Para Navarro (2012), la discrecionalidad no podrá ser 
interpretada por fuera del principio de legalidad; dado que, cuando opera por fuera de este es una 
vía directa a favorecer hechos de corrupción e injusticia, dado que en esa autoridad discrecional la 
Ley se muestra como un límite con el fin, la competencia y el procedimiento. Quiere decir esto 
que la discrecionalidad debe ser entendida dentro de la acción misma del Estado, pero con el mayor 
apego a la ley y a la transparencia.  
47 
 
No obstante, esa legalidad termina viéndose afectada cuando se le atribuye libertad absoluta de 
elección a la administración, sin exigirle a ésta que construya y esgrima criterios objetivos y 
razonables en los cuales se sustenten sus elecciones, fácilmente pueden convertirse en una licencia 
para la arbitrariedad, lo cual no puede perderse de vista ya que la Administración Pública jamás 
puede decidir con libertad; al contrario, constitucional y legalmente se encuentra obligada a 
razonar y a justificar por qué las decisiones que adopta son las que de mejor manera sirven al 
interés general, interés del cual no es titular, sino mera gestora (Hernández, 2009, p.164). 
Ahora bien, es importante distinguir entre discrecionalidad y arbitrariedad, pues estos dos términos 
constituyen definiciones totalmente diferentes y hasta opuestas. La discrecionalidad es el ejercicio 
de potestades previstas en la Ley, pero con cierta libertad de acción. La Administración Pública 
toma su decisión en atención a la complejidad y variación de los casos sometidos a su 
conocimiento, aplicando el criterio que crea más justo a la solución concreta y procurando siempre 
el bienestar general, observando los criterios generales establecidos en la Ley. La arbitrariedad, 
por el contrario, no consulta el ordenamiento jurídico vigente sino el capricho y la voluntad de 
quien la ejercita y no propende por el interés general sino por la satisfacción de intereses privados 
(Murillo Mena, 2014, p.23). 
Por tanto, la discrecionalidad no es comparable ni puede ser sinónimo de arbitrariedad, el poder 
discrecional debe ser ejercido por los gobernantes y administradores que lo tengan atribuido y sólo 
por ellos, por lo que debería ser un poder sometido a límites legales y a controles judiciales. Sin 
embargo, la falta de controles y el uso absoluto y tergiversado de la facultad discrecional, la hace 
decaer en arbitrariedad, convirtiéndola en un elemento que atenta contra el Estado de derecho e 
imposibilita la concreción o materialización de sus fines (Murillo Mena, 2014, p.19). 
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De acuerdo con ello, a pesar de que la discrecionalidad se entiende como aquella objetivación de 
una cierta autonomía para cumplir con los mandatos constitucionales de los fines del Estado social 
de derecho y se constituye en la columna vertebral donde toma fundamentación el arte de la 
administración pública, que se materializa a través de actos administrativos (Mora, 2012, p.94); 
las concepciones “formales” o “negativas” de la discrecionalidad no encajan, de forma adecuada, 
en el diseño de un Estado social y democrático de derecho, además terminan convirtiendo a la 
discrecionalidad en el caballo de Troya en el Estado de derecho. 
Lo anterior se sostiene por el hecho de que muy cerca de la discrecionalidad se encuentra la 
corrupción, aquella que genera según Ferreiro (1999) distracción de recursos públicos y daña 
decisiones públicas, que, en vez de atender intereses comunes termina favoreciendo intereses 
individuales y deshonestos. De igual forma esa corrupción genera pérdida de legitimidad y pone 
en riesgo la solidez de las instituciones públicas. 
Un componente anexo de la corrupción, es que compromete y pone entre dicho la capacidad y 
recursos con que cuenta el Estado para cumplir con las obligaciones asumidas con los individuos. 
En especial, en este caso, ser efectivo con el fortalecimiento e incrementar la capacidad científica, 
tecnológica, de innovación y de competitividad de las regiones en Colombia.  
Mina la corrupción, así como el abuso en la toma de decisiones amparado en la discrecionalidad, 
la confianza en lo público, en sus instituciones y en los actores burocráticos que deben y son eje 
vertical de la gestión pública. 
5.4.1. Clases de discrecionalidad 
Existen diferentes clasificaciones con respecto a la discrecionalidad. En primer lugar, se tiene la 
expresada por Barberi Forero (2015), según los criterios de los doctrinantes como Cassagne, 
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Marienhoff, Rafael Bielsa, Dworkin, entre otros, en la cual se encuentra la discrecionalidad típica, 
atípica, restringida o atenuada, técnica, en sentido débil, en sentido fuerte. En segundo lugar, según 
la forma de decisión, se encuentra la discrecionalidad por adjudicación y la discrecionalidad por 
negociación, esta clasificación expuesta por Hawkins citado en Sampol (2003).  
Discrecionalidad Típica: Se dice que la discrecionalidad es típica cuando el ente administrativo o 
agente en particular no se encuentra obstaculizado por ningún concepto jurídico para tomar una 
decisión, ni tampoco está obligado a tomar una alternativa en específico. Es decir, en este tipo de 
discrecionalidad se toman decisiones para el interés general, pero de manera autónoma. 
Discrecionalidad Atípica: La discrecionalidad es atípica cuando se encuentra limitada por una ley 
o reglamento jurídico que lleva a una solución de interés general, no obstante, se pueden valorar 
diferentes soluciones aun cuando esta discrecionalidad limite la toma libre de decisión.  
Discrecionalidad restringida o atenuada: En este caso, la discrecionalidad se limita 
completamente a las soluciones justas propuestas por un concepto jurídico específico. 
Discrecionalidad técnica: Es cuando un argumento técnico o científico toma peso y la decisión de 
la administración va a estar en función a lo que informe este dato técnico; lo que significa que los 
resultados esperados van a hacer de acuerdo con los pronósticos dados por los análisis técnicos 
que estarán basados en argumentos de justicia e interés general.  
La discrecionalidad técnica se ejecuta con el fin de generar un bienestar aún mayor y más guiado 
hacia el objetivo propuesto. 
Discrecionalidad débil: aquella que permite al funcionario aplicar el discernimiento en la 
interpretación de una norma poco clara o que no admite una aplicación mecánica. 
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Discrecionalidad fuerte: se da cuando el funcionario que va a decidir no se encuentra vinculado 
por estándares impuestos por una norma o por sus superiores, como ocurría en los casos anteriores. 
Discrecionalidad en decisiones tomadas por adjudicación: En ésta, la persona encargada de tomar 
la decisión es un agente completamente ajeno a los actores implicados. El caso más común es el 
de un juez que decide tomando una posición imparcial y, de acuerdo con sus propios conceptos de 
justicia. Esto significa que las personas afectadas por la decisión no tienen voz ni voto en el asunto.  
Discrecionalidad en decisiones tomadas por negociación: En este tipo de decisiones son las 
personas que deciden las que se ven afectadas por la decisión. Se contrasta a la de adjudicación, 
ya que los agentes involucrados pueden llegar a un acuerdo o a cualquier tipo de negociación. De 
esta forma, éste hecho influye directamente en la decisión tomada por el funcionario encargado, 
esto ocurre porque (aunque sea una decisión por adjudicación) será más fácil elegir la alternativa 
que plantean los agentes involucrados, siempre y cuando ésta sea una opción justa y de bien 










6. CAPÍTULO II. LO NORMATIVO Y LA TOMA DE DECISIONES 
6.1. LAS REGALÍAS EN COLOMBIA  
El término de regalías está extremadamente enmarcado a un plano jurídico y político desde su 
origen histórico, como señala Ossa Bulnes citado en Polo Ribilliard (2005) cuando la Corona 
española obligaba a extraer metales preciosos buscando además recaudar impuestos por la 
realización de esta actividad, pero de forma general, las regalías son una contraprestación de 
carácter económico que recibe el gobierno nacional a razón del aprovechamiento de un bien innato 
o congénito no renovable durante la extinción del recurso en el tiempo. Estas constituyen una 
fuente importante de ingresos para financiar el desarrollo de los entes territoriales considerados 
individualmente, que deben administrarse obedeciendo criterios de transparencia, eficiencia, 
equidad, impacto, sostenibilidad y buen gobierno, buscando mejorar los resultados en el uso de los 
recursos (Departameto Nacional de Planeación [DNP], 2007; Auditoria General de la Repùblica, 
2008; Agencia Nacional de Hidrocarburos [ANH], 2008). 
Desde el punto de vista normativo, el artículo 360 de la Constitución Política de Colombia del 
1991 establece que la actividad generadora de regalías es la explotación de recursos naturales no 
renovables, permitiendo que el Estado perciba recursos adicionales cuyo objetivo es el desarrollo 
económico de las regiones buscando mayor equidad social y disminución de los índices de 
pobreza, así como el mejoramiento en la calidad de vida de los habitantes a través de la formulación 
de proyectos acordes a los planes de desarrollo en los gobiernos de los municipios y/o 
departamentos, ayudando al cumplimiento de las funciones sociales del Estado (Bonet & Urrego, 
2014; Sistema General de Regalías [SGR], 2012; Acto Legislativo 05, 2011). 
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Producto de diversas discusiones sobre la titularidad o dominio de las rentas extractivas, la norma 
señalaba que si bien el “Estado es propietario de los recursos generados por regalías debido a que 
este es dueño del subsuelo y de los recursos naturales no renovables” (Const., 1991, Art. 332), 
dichos recursos debían ser adjudicados principalmente a los entes territoriales productores y a 
aquellos por donde se transportaba el producto con el objetivo de cubrir las Necesidades Básicas 
Insatisfechas – NBI y ayudar en el desarrollo económico, social y cultural de la región; lo anterior 
se estipula en la Ley 141 de 1994 donde se estableció, además, que el remanente de esa distribución 
se destinaba hacia el Fondo Nacional de Regalías – FNR cuyo fin era la promoción de la minería, 
medio ambiente y la ejecución de proyectos regionales definidos en sus planes de desarrollo. 
(Fondo Nacional de Regalías, 1994) 
En consecuencia, la distribución del 80% de las regalías directas se concentraban en ocho 
departamentos: Casanare, Meta, Arauca, Guajira, Huila, Santander, Córdoba y Cesar; los cuales 
constituían tan solo el 17% de la población nacional, estableciendo así una marcada inequidad en 
el reparto de los recursos entre los gobiernos subnacionales, y además, limitando al Estado en su 
intento por realizar sus funciones sociales dentro de todo el país (Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, 2013). 
Es preciso aclarar que, según Medellín et al. (2011), a pesar de recibir gran cantidad de recursos 
por regalías los departamentos beneficiados no presentaban mayores avances en los índices de 
necesidades básicas insatisfechas y desarrollo regional, siendo estos los objetivos por los cuales se 
les adjudicaba los dineros revelando una marcada incongruencia, así mismo, los proyectos 
presentados para financiarse con estos recursos causaban bajo impacto social y económico dentro 
de las regiones, adicionalmente carecían de una eficiente ejecución incrementando en gran medida 
los niveles de corrupción (pág. 5). Según Mendoza Diago (2010), ex fiscal general de la Nación, 
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afirma que “el dinero que se han robado de las regalías supera el billón de pesos”, así mismo resaltó 
que “sólo en el departamento del Meta literalmente se han robado 230 mil millones de pesos”, 
revela además que para ese entonces se realizaban múltiples investigaciones por malos manejos a 
recursos de regalías en departamentos como Meta y Villavicencio, del mismo modo resalta la 
sanción realizada a un ex gobernador del Casanare por la misma causal. 
De igual manera, en informes de los entes de control tan solo en la vigencia 2008 se tenían 111 
hallazgos con presunta responsabilidad fiscal de tres ex gobernadores del departamento de 
Casanare por la suma de 68.793 millones de pesos pertenecientes a los presupuestos de regalías 
(El Espectador, 2009). Así mismo, Barrios (2011) señala que, a pesar de la inversión de 7 mil 
millones de pesos destinados a obras de acueducto y alcantarillado en Becerril, Cesar, se utilizaron 
productos de mala calidad, hubo incumplimiento en los tiempos pactados y presuntas evasiones 
legales referentes a la adjudicación directa de contratos.  
Luego de varios escándalos, protestas y denuncias por parte de la sociedad civil, actores políticos, 
medios de comunicación, entidades de control y académicos, en torno a los malos manejos de los 
recursos provenientes de las regalías en Colombia y grandes casos de corrupción como el de 
Casanare y Becerril, como producto de la insuficiente regulación y la extrema autonomía de los 
entes territoriales sobre la administración de los recursos, el Gobierno nacional amparado en el 
artículo 332 de la Constitución Política de Colombia decide realizar una reforma a las mismas 
(regalías directas y FNR) a través del acto legislativo 005 (2011) “Por el cual… se modifica 
constitucionalmente los artículos 360 y 361…”, creando así lo que hoy en día se conoce como el 
Sistema General de Regalías – SGR, el cual redistribuye las riquezas a todas las regiones del país 
beneficiando no sólo municipios o departamentos productores, sino también a territorios no 
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productores que históricamente habían sido limitados en la participación de estos dineros y además 
tienen índices muy marcados de bajo desarrollo social. 
La reforma legislativa estableció el funcionamiento del nuevo SGR, el cual quedó fraccionado por 
fondos cuyos propósitos son el cumplimiento en la destinación de los rubros definidos en los 
objetivos y fines del sistema, dentro de los cuales contempla el desarrollo y competitividad de las 
regiones, el ahorro para tiempos de inestabilidad económica y pasivos pensionales, la equidad 
social y cubrimiento de NBI, enmarcados en el buen gobierno.  
Teniendo en cuenta lo anterior, en el ANEXO II se describe en detalle el componente normativo 
del nuevo SGR. 
6.2. LA TOMA DE DECISIONES EN EL SGR Y EL FCTeI 
Una de las causas por las cuales se presenta un sistema de regalías ineficiente se da por la toma de 
decisiones, porque la alternativa que se escoge para invertir los recursos de regalías termina 
afectando a un número significativo de personas convirtiéndose así en un problema de carácter 
público, este último se entiende como aquella situación o sensación de inconformidad presente en 
un número significativo de personas sobre algo en su entorno pero que además llame la atención 
de los gobernantes; para Olavarría Gambi (2007) una  situación  recibirá dicha denominación 
cuando un determinado grupo, con  influencia y capacidad de movilizar actores de poder, considera 
que la misma no es aceptable y que es necesaria una intervención de política pública para 
remediarla.  
De igual manera Subirats (2014), señala que un problema es considerado como público cuando 
además de ser una situación de insatisfacción o haya una adversidad que interrumpe la posibilidad 
de alcanzar un objetivo afectando a un grupo de habitantes, debe tener necesariamente alternativas 
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de solución y debido a que la misma interacción de los individuos no elimina la falta de 
satisfacción, exige entonces la actuación o intervención de actores con poder público que impulse 
la superación o mejora de determinada situación, independientemente que se subsane todo o parte 
del problema. 
Figura 4. La toma de decisiones como problema público 
 
Fuente: Elaboración del autor, adaptado de Subirats (2014) 
Ahora bien, los recursos provenientes de la extracción de recursos naturales no renovables son un 
problema de carácter social8 que exige la intervención de los actores encargados de la política 
pública, porque es algo que nos afecta o beneficia a todos, el hecho que solo unos departamentos 
se vieran favorecidos con la asignación de los dineros que recibían en su presupuesto para ser 
ejecutados con extrema libertad y potestad por medio del FNR y regalías directas, es un problema 
que afectaba negativamente a un grupo considerable de personas y regiones, por tanto exigía 
intervención del gobierno como en efecto se materializo a través de la reforma constitucional; así 
mismo, el descontento que existía en la gran mayoría de los territorios por no recibir estos recursos 
o por lo menos no lo suficiente pedía a gritos las acciones de los poderes en la política pública.  
Sin embargo, la reforma sobre las regalías no demuestra que el problema se haya resuelto de forma 
definitiva puesto que lo más probable es que el mismo tomó otra dimensión, aunque las decisiones 
                                                          
8 No todo problema social es público, puesto para que lo sea debe ser identificado y agendado como tal por los actores 
que interviene en las políticas públicas. Por ejemplo, la desigualdad es un problema social pero solo hasta que los 
grupos con capacidad de intervención pública no lo cataloguen e intervengan no se puede denominar cómo un 
problema público. 
Problema público




Solución total o parcial
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de los poderes públicos en crear el SGR mejoró en gran medida aspectos como igualdad 
constitucional y equidad en la distribución territorial de los recursos (Bonet & Urrego, 2014). 
Teniendo en cuenta el anterior contexto, la toma de decisiones en el SGR se constituye en un 
problema público porque su efecto compromete o afecta recursos públicos que además son 
operados por el Estado, es decir, entidades de carácter público (Subirats, 2014), las cuales a través 
de los OCAD tienen la potestad para elegir dentro de las distintas alternativas de inversión los 
proyectos a ejecutar con estos dineros.  
La intervención de los actores en las políticas públicas busca mejorar la situación que genera un 
problema público pero no necesariamente esas acciones deben proveer una solución total, con la 
creación del SGR si bien se busca la eficiencia y eficacia en la distribución de los recursos, así 
como el aumento en la cobertura nacional de ejecución de los dineros, la forma como se 
administran los recursos sigue presentando inconsistencias, por ejemplo, en el proceso de 
determinación entre los diferentes alternativas de proyectos a elegir que implica el agotamiento de 
unas fases como la evaluación, viabilización y priorización al no ser eficientes ni rigurosas se está 
ante un problema público, el hecho de preferir un proyecto antes que otro sin contar con el apoyo 
de evaluaciones técnicas sobre el verdadero impacto que se generará en la población trae consigo 
un futuro incierto para los mismos y por  tanto un problema social que exige la intervención de 
poderes (Barón Tello, 2014). 
Históricamente la ejecución de los dineros provenientes de regalías ha estado permeada con 
proyectos de bajo resultados dentro de indicadores sociales y poco porcentaje de eficacia puesto 
que en la mayoría de los casos los mismos no son terminados en su totalidad, incrementando los 
niveles de corrupción en el país y dejando al descubierto la deficiencia en la administración de 
estos recursos (Bonet & Urrego, 2014) 
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Por otra parte, la norma también crea órganos de control para la administración y toma de 
decisiones – OCAD – conformados por triángulos de buen gobierno, pero cuya estructura se 
transforma dependiendo del fondo e instancia gubernamental al que se quiera acceder, a quienes 
se les otorga gran trascendencia en el funcionamiento del SGR puesto que solo es posible ejecutar 
recursos del sistema a través de la formulación de proyectos de inversión con gran impacto social 
atendiendo además los planes de desarrollo regionales, y la responsabilidad sobre la evaluación, 
priorización, viabilización y aprobación de los mismos recae únicamente sobre estos órganos 
(SGR, 2012). Para mayor detalle (Ver ANEXO III) 
Para el caso particular del FCTeI el OCAD, el cual es único en el país, está conformado de forma 
general por el gobierno nacional quien se encuentra representado por tres ministros, acompañados 
de un delegado del DNP y uno de Colciencias, éste organismo además es encargado de ejercer la 
secretaria técnica; en adición, también tiene lugar dentro de la estructura un gobernador por cada 
una de las seis regiones en que se ha dividido el país para tal efecto, cuatro representantes de las 
universidades públicas y dos de las universidades privadas (Acto Legislativo 05, 2011) 
Haciendo énfasis en el ciclo que debe cumplir un proyecto de inversión para financiarse con 
recursos del SGR y específicamente dentro del FCTeI, es necesario anotar que el mismo se inicia 
con la formulación de la propuesta por parte de una persona natural o jurídica ante la secretaria de 
planeación departamental quien se encarga de verificar que la misma cumpla con los requisitos 
legales y presentarlo ante Colciencias como secretaria técnica del OCAD donde se realiza una 
nueva evaluación, o tratándose de comunidades étnicas de forma directa ante esta última. Una vez 
superado estos procesos, el proyecto se somete ante el OCAD del fondo anteriormente descrito 
para agotar las etapas de viabilización, priorización y aprobación de la iniciativa; finalmente es el 
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mismo órgano de decisión y administración quien designa la entidad que ejecutará el proyecto 
(DNP, 2015, pp. 110-125). 
El presente trabajo de investigación analiza, como ya se ha dicho, en el proceso por el cual pasa 
un proyecto dentro de la secretaria de planeación en el Departamento del Magdalena, a quienes 
corresponde evaluar y verificar si el mismo cumple con los requisitos exigidos en la normativa, 
dentro de los cuales debe atender criterios de pertinencia, viabilidad, sostenibilidad, impacto y 
articulación con los planes y políticas nacionales conforme lo estipula el Sistema General de 
Regalías. 
Para la toma de decisiones en los gobiernos territoriales de primer nivel se crearon figuras 
administrativas con el fin de fortalecer e impulsar la CTI en los departamentos, las cuales cumplen 
una función importante al momento de pensar en estructurar un proyecto en este campo. 
Inicialmente se crean las Comisiones Regionales de Ciencia y Tecnología amparadas en el Decreto 
585/1991 “Por el cual se crea el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología…”, posteriormente 
con la expedición de la ley 1286/2009 que busca el fortalecimiento del Sistema Nacional de CTI 
– SNCTI – se modifica la denominación a Consejos Departamentales de Ciencia, Tecnología e 
Innovación – CODECYT – manteniendo las funciones de promoción y apoyo a las políticas en 
materia de CTI a nivel regional, teniendo en cuenta los lineamientos nacionales; además su 
estructura se encontraba a discreción del Consejo Nacional de CTI (Colciencias, 2017). 
Con el fin de reglamentar los Consejos Departamentales de Ciencia, Tecnología e Innovación – 
CODECTI, el gobierno nacional expide el Decreto 584/2017 unificando su composición 
estructural, por tanto se establece que a nivel departamental deberán estar constituidos por el 
Gobernador o su delegado, el director de Colciencias o su delegado, un rector de IES públicas y 
uno de privadas, un representante de centros de investigación, uno de centros de desarrollo 
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tecnológicos y uno de las agencias públicas de fomento a la CTeI departamental, un delegado de 
la comisión regional de competitividad, el presidente ejecutivo de la Cámara de Comercio, un 
representante de los Comités Universidad, Empresa, Estado (CUEE), un investigador del 
Departamento con reconocimiento en Colciencias, un representante de los empresarios y uno de 
la sociedad civil (Colciencias, 2017). 
Este órgano está encargado de asesorar al gobierno departamental en lo que respecta a la 
formulación, implementación y gestión de políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación a 
nivel territorial de forma articulada con el Sistema Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación 
– SNCTI de Colciencias, teniendo en cuenta además los Planes y Acuerdos Estratégicos 
Departamentales – PAED y Planes Estratégicos Departamentales en CTI – PEDCTI, los cuales 
tienen consignado la misión y la visión de referencia en CTeI del departamento. 
6.3. EL PRINCIPIO DEL BUEN GOBIERNO 
El buen gobierno no es una moda, ni tampoco una invención milenaria, se fundamenta en la 
necesidad que tiene el Estado a partir de la Nueva Gestión Pública - NGP de medir sus resultados, 
contar con una mayor intervención ciudadana y transparencia, entendiendo que hoy la ciudadanía 
cuenta con la posibilidad de evaluar calidad, cantidad y la oportunidad de los bienes y servicios 
recibidos por parte del Estado (Winchester, 2011). En términos generales, para Lizcano (2006) 
buen gobierno es la acción y efecto de guiar y dirigir, o regir algo, desde la natural inclinación a 
hacer el bien, útil y a propósito para alcanzar algún fin; en este caso, sería el buen manejo y 
asignación de los recursos de regalías y la transparencia en la ejecución de los proyectos.  
Por tanto, expresa tácitamente La Ley 1530 de 2012 que todo aquel proyecto que quiera ser 
financiado por el SGR debe entre otras cumplir con el principio de Buen Gobierno; ese concepto 
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es bien marcado por la citada ley en su artículo No. 2 donde uno de sus objetivos y fines del SGR 
es “propiciar mecanismos y prácticas de buen gobierno”. Cabe señalar que la acción de buen 
gobierno desencadena un círculo virtuoso: democracia consolidada, capital social fuerte, confianza 
en las instituciones y desarrollo socioeconómico (Brito, 2002); de allí la importancia de esta forma 
de gobernar que muchos autores lo homologan como sinónimo de gobernanza, o sino como 
complementarias ya que el buen gobierno asegura per se la gobernabilidad (González & Dasí, 
2011).  
La principal pregunta sería ¿qué herramientas coadyuvan el Buen Gobierno?, según Brito (2002) 
un prerrequisito para éste es la gestión con sentido estratégico y para proporcionar dicha capacidad 
estratégica se necesitan herramientas y/o dispositivos útiles como el Estado de derecho, el 
fortalecimiento de la sociedad civil y capacidad de respuesta, es decir, participación y ciudadanía; 
lo cual es ratificado por Castañeda (2012), en sus palabras, “el buen gobierno no sólo se refiere a 
la forma en que el poder político es ejercido en un país (capacidad del sector público para gestionar 
de forma eficiente, transparente, responsable y equitativamente los recursos), sino que también 
refleja la capacidad de los gobiernos, de sus instituciones y de sus políticas para canalizar y 
solucionar los conflictos que surgen en el seno de la sociedad mediante reglas y procedimientos 
democráticos, en los cuales la participación ciudadana es uno de los principales ejes”. 
En ese sentido, se puede hablar de unos principios rectores del Buen Gobierno como el principio 
de Participación, de Transparencia, de Responsabilidad, de Rendición de Cuentas, de Eficacia 
(principio de eficiencia y economía), de Coherencia y el Principio de sensibilidad frente a las 
necesidades y aspiraciones de la población (Castañeda, 2012). Dichos principios se apoyan y se 
refuerzan entre sí, es decir, no se puede concebir un principio sin la existencia de otro. En efecto, 
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la transparencia no puede existir sin instituciones dispuestas y obligadas a rendir cuentas; además, 
permite una mayor eficacia y eficiencia de las entidades de la administración pública.  
Sin embargo, en el nuevo SGR este principio no ha sido acogido dado entre otras por los 
cuestionamiento detallados por Maya Villazón (Portafolio, 2018), donde señala que el 
Departamento Nacional de Planeación en algunos casos hace de juez y parte del sistema, que en 
departamentos como La Guajira se perdió información contable de más de 746.000 millones de 
pesos, y que incluso persiste la injerencia de actores políticos en el manejo de los recursos del 
sistema, y se cuestiona en muchos casos la calidad e idoneidad de los ejecutores de los proyectos; 
quiere decir que el principio de buen gobierno es básicamente un supuesto que no se cumple en 
algunos departamentos de Colombia.  
Una de las banderas de luchar contra la corrupción no ha sido fácil, dado que, en el papel, aunque 













7. CAPÍTULO III. ESTUDIO DE CASO: ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS 
Este capítulo analiza el proceso por el cual cursa un proyecto dentro de la Secretaría de Planeación 
en el Departamento del Magdalena, a quienes corresponde evaluar y verificar si el mismo cumple 
con los requisitos exigidos en la normativa, dentro de los cuales debe atender criterios de 
pertinencia, viabilidad, sostenibilidad, impacto y articulación con los planes y políticas nacionales 
conforme lo estipula el Sistema General de Regalías. 
7.1. LO NORMATIVO EN EL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA  
El análisis documental muestra que para el periodo de estudio la Ley 1286 de 2009 permitía 
conformar estructuras organizativas entorno a la CTeI con una composición independiente y 
propia de cada gobierno territorial, es por ello, que en el Departamento del Magdalena se 
organizaron instancias de decisión en Ciencia, Tecnología e Innovación sustentadas 
normativamente en la Ordenanza 008 de 2012 que creó el Sistema Departamental de Ciencia, 
Tecnología e Innovación - SDCTI, única regulatoria sobre la materia y que determina los 
lineamientos para la promoción e integración de las actividades de este sector en el departamento.  
En consecuencia, de lo anterior, la norma crea el Consejo Departamental de Ciencia, Tecnología 
e Innovación (CODECTI) integrados por los siguientes actores:  
 El Gobernador o su delegado  
 El jefe de la Oficina Asesora de Planeación del departamento 
 El Secretario de Hacienda del departamento 
 El Secretario de Educación del departamento 
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 El Secretario de Desarrollo Económico del departamento 
 El director seccional del SENA 
 El director ejecutivo del Consejo Regional de Competitividad 
 El director ejecutivo de la Cámara de comercio de Santa Marta 
 Un representante de los gremios económicos del departamento 
 El rector de la Universidad del Magdalena  
 El rector de otra universidad pública o privada con funcionamiento en el departamento 
 Un representante de los grupos de investigación acreditados y categorizados ante 
Colciencias  
El objetivo era establecer un órgano consultivo que se encargara de asesorar al gobierno 
departamental en las políticas de CTeI, así como propiciar la cooperación e integración de los 
organismos o entidades que participen en estas actividades y buscar un mayor control sobre los 
programas y proyectos de este sector que se adelanten en el territorio (Ordenanza 008, 2012). 
Con el Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 2018 “Todos por un nuevo País” promulgado con la 
ley 1753 del 2015 y posteriormente reafirmados en el decreto 293 de 2017, nacen los Planes y 
Acuerdos Estratégicos Departamentales –PAED, al cual debe adherirse todo proyecto de inversión 
en CTeI del gobierno territorial, en el caso específico del Magdalena se definió priorizar en los 
siguientes seis focos estratégicos: agropecuario – agroindustrial, ciencias del mar y recursos 
hidrobiológicos, medio ambiente, energías, logística y turismo (Colciencias, 2015a). Asimismo, 
se expide el Plan Estratégico Departamental de Ciencia, Tecnología e Innovación del Magdalena-
PEDCTI (2013 – 2023) definiendo como líneas estratégicas la pesca y acuicultura y los cafés 
especiales de la Sierra Nevada de Santa Marta (Pineda & Scheel, 2013). 
Con la expedición del Decreto 584 de 2017 por parte del Gobierno Nacional, se consolidan los 
CODECTI y reafirma su función, pero se modifica su estructura organizativa transformándose en 
un órgano consultivo más formal y con mayor participación de organismos y entidades 
64 
 
especializadas en Ciencia, Tecnología e Innovación, fortaleciendo el principio de buen gobierno y 
buscando aumentar la trasparencia en las actividades de este sector en el país.  
7.2. LA TOMA DE DECISIÓN EN EL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA 
El ciclo que transita un proyecto de CTeI para su aprobación en el departamento del Magdalena 
durante el periodo 2012 – 2015 inicia con la formulación del mismo por parte de una persona 
natural o jurídica, pública o privada, y/o las comunidades étnicas ante las Secretaría de Planeación 
Departamental, quienes revisan el cumplimiento de los requisitos metodológicos y normativos 
atendiendo criterios de viabilidad, sostenibilidad, impacto y pertinencia, así como su concordancia 
con el Plan de Desarrollo Nacional y territorial. El incumplimiento de los requisitos anteriormente 
descritos causará la devolución del proyecto dentro de los cinco días hábiles siguientes al 
formulador para su corrección y nueva presentación (DNP, 2012a; DNP, 2013) 
Una vez rechazado el proyecto, el formulador tiene cinco días hábiles contados a partir de la 
devolución de este para ajustarlo y presentarlo a la Secretaría de Planeación Departamental 
nuevamente. Superado este proceso, el proyecto es presentado ante el CODECTI como comité 
consultivo encargado de la evaluación técnica, financiera y ambiental, con potestad para emitir 
conceptos de conveniencia y oportunidad atendiendo los lineamientos normativos vigentes y el 
impacto territorial. Por último, el proyecto es puesto a disposición de la Secretaría de Planeación 
para su remisión ante Colciencias como entidad encargada de la secretaria técnica del OCAD de 
FCTeI – SGR, acompañado de los estudios y soportes correspondientes (DNP, 2013). Sin 
embargo, como resultado de las entrevistas a actores institucionales de la Gobernación del 
Magdalena, en esta última instancia se da cuenta de la discrecionalidad del actor burocrático que 
está al frente de la administración pública, el cual toma la decisión final de presentar o no el 
proyecto ante Colciencias (Figura 5). 
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Figura 5.  Flujo de revisión y presentación de proyecto a Colciencias  
 
Fuente: Elaboración del autor. Adaptado de DNP (2012a), DNP (2012b) DNP (2013) y trabajo de campo.  
 
Durante el periodo de estudio 2012 – 2015 el departamento del Magdalena recibió por concepto 
de la explotación de recursos naturales no renovables y específicamente en el FCTeI la suma de 
$168.331 millones de pesos, y como resultado del modelo de toma de decisiones anteriormente 
descrito se aprobaron seis (6) proyectos por valor de $102.375 millones de pesos, es decir que 
asignó el 60,81% de estos dineros (Decreto 4950, 2011; Ley 1606, 2012; Ley 1744, 2014). 
Tabla 6. Proyectos aprobados en el FCTeI – Departamento del Magdalena  
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Fuente: DNP – Aplicativos Gesproy con corte a febrero de 2016. 
Llama la atención que el proyecto para el fortalecimiento del departamento en sus capacidades de 
investigación en CTeI aprobado en julio de 2015, relaciona tan solo siete meses después una 
ejecución financiera del 61% mientras que no se tiene evidencia de avances físicos. Así mismo, el 
proyecto de investigación para caracterización, zonificación, ordenamiento, restauración, y 
manejo de ciénagas en el Magdalena presenta luego de dos años y medio de aprobado un avance 
financiero del 81% mientras que su materialización física se muestra en un 69% habiendo agotado 
el tiempo de ejecución a satisfacción. 
Contrario a esto, el proyecto de investigación programa de acuicultura sostenible para el 
departamento muestra un avance físico del 93% y un desembolso monetario del 62%. Si bien es 
posible que la fuente de información carece de actualización al momento de la consulta, es notorio 
la deficiencia en la ejecución de los proyectos, también se evidencia una insuficiente gestión 
administrativa de los recursos y presunta irregularidad en el presupuesto de estos. 
Por otra parte, es importante mencionar el pobre balance en materia de presentación de proyectos 
con el lleno de los requisitos y la satisfacción total del proceso en el departamento, durante los 
cuatro años del periodo de estudio fueron presentados diez proyectos por la entidad territorial para 
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ser financiados con recursos del FCTeI, dentro de los resultados obtenidos uno fue devuelto 
definitivamente y los otros nueve no culminaron el proceso.  
No se entiende por qué si el Magdalena según Colciencias (2015b), contaba con 57 grupos de 
investigación clasificados en las categorías A1, A, B, C, D y 85 investigadores reconocidos por 
Colciencias en las modalidades de senior, asociado y junior para la producción científica y 
tecnológica en las diferentes áreas del conocimiento, entonces el departamento muestra no sólo un 
corto volumen de presentación de proyectos de inversión en CTeI sino, además, un escaso 
porcentaje de aprobación de los mismos. 
Los informes muestran la poca capacidad técnica y científica que tiene el Magdalena para presentar 
proyectos en CTeI de forma correcta, toda vez que sólo le fue aprobado seis de los dieciséis (6/16) 
proyectos presentados, es decir, el 37,5% de los mismos siendo uno de los departamentos con 
menor índice de aprobación de proyectos (Botero, Hofman & Hernández, 2015, p.42; el 
Informador, 2017). 
Como se había señalado anteriormente sobre el papel que jugó el CODECTI; quien tenía la 
potestad para emitir conceptos de conveniencia y oportunidad de los proyectos, se infiere que muy 
a pesar de que estos pronunciamientos podrían tener la rigurosidad técnica dada la experticia de 
sus miembros, su decisión no era una camisa de fuerza ni mucho menos, está demostrado, una 
regla de obligatoriedad para el tomador de decisiones final, que en este caso es el mandatario 
departamental.  
A continuación, se relaciona el banco de proyectos en CTeI presentados por las entidades del 




Tabla 7. Proyectos presentados al FCTeI sin aprobación. 
NOMBRE DEL PROYECTO ESTADO 
VALOR SGR 
SOLICITADO 
Apoyo implementación de la ley general de archivos 
Fundación, Magdalena, Caribe 
Desaprobado 262.856.000 
Desarrollo apropiación social de conocimiento en CTeI 
para mejorar la productividad y competitividad en el 
departamento del Magdalena, Caribe 
En actualización 45.836.045.000 
Implementación de un programa de bioprospección en el 
departamento del Magdalena para identificar y 
caracterizar materiales fitoquímicos con potencial uso en 
productos de salud y bienestar humano 
En actualización 18.695.239.098 
Implementación de un programa de innovación social 
para el fortalecimiento del desarrollo humano en el 
departamento del Magdalena, Caribe 
En actualización 53.523.518.000 
Implementación de un programa integral para el abordaje 
de las ETVS en los municipios de San Zenón, San 
Sebastián y Guamal Magdalena, Caribe 
En actualización 1.500.000.000 
Investigación de peces promisorios de interés comercial 
con tecnologías productivas sostenibles en el 
departamento de Magdalena 
En actualización 24.999.476.659 
Capacitación e innovación social a través de la 
apropiación del conocimiento en energías renovables todo 
el departamento Magdalena, Caribe 
Formulado para registrar 19.851.018.097 
Implementación e innovación en los servicios de salud a 
través de una red hospitalaria inteligente todo el 
departamento, Magdalena, Caribe 
Formulado para registrar 35.812.562.388 
Recuperación de los humedales y de las ciénagas del 
departamento del Magdalena ciénaga, Magdalena, Caribe 
Formulado para registrar 4.412.000.000 
Sistematización procesos y procedimientos 
administrativos y financieros todo el departamento, 
Magdalena, caribe 
Formulado para registrar 724.557.400 
TOTAL  205.617.272.642 
Fuente: DNP – aplicativo mapa regalías. 
 
7.3. CARACTERIZACIÓN DE LOS ACTORES 
Como punto de partida se tienen los postulados planteados por Dente y Subirats (2014) descrita en 
el marco teórico y conceptual; en el cual los actores se clasifican por tipos, roles y recursos. De 
esta manera se contrastó en campo con el desarrollo de la aplicación del instrumento (ANEXO 1a) 
de caracterización de actores, aplicado a veinte (20) sujetos en total, logrando comprobar que en 
el departamento del Magdalena durante el periodo 2012 - 2015 el proceso decisional, en la 
aprobación de un proyecto a financiarse con recursos del FCTeI del SGR, específicamente en la 
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primera (revisar y presentar (Postular)) instancia de decisión9, intervienen los siguientes actores 
según: 
Grafica 1. Tipo de actores  
 
                   Fuente: el autor con datos primarios.  
Dentro de los cinco tipos que menciona la teoría, se encuentra, en la práctica, principalmente el 
actor político con una destacada participación del 26% y cuya definición obedece a los actores que 
intervienen en el proceso decisional bajo el argumento de su representatividad sobre un grupo 
significativo. Así mismo, existen actores burocráticos con un porcentaje de participación del 22%, 
quienes intervienen como los responsables legítimos en un proceso de toma de decisiones por su 
competencia legal; del mismo modo, se encontraron actores con intereses especiales en un 21%, 
expertos 21% e intereses generales con una cifra mínima de 9,52%. 
Grafica 2. Rol de los actores 
 
                             Fuente: el autor con datos primarios.  
                                                          
9 En esta etapa desde lo positivo intervienen: el formulador, la Secretaría de Planeación de la Gobernación del 

























Dentro de esta categoría se destaca la participación de actores cuya función está definida como un 
filtro con una participación del 26%, y es aquel sujeto que representa intereses ajenos, también se 
encuentra al promotor en un 19% quien es un emprendedor de soluciones a problemas públicos. 
Adicionalmente, se evidencia la intervención en un 19% de directores, 14,29% para mediadores, 
14% para aliado y 7% para porteros; cabe resaltar que, según la caracterización realizada a través 
de las entrevistas, no se encuentra el rol de opositor dentro del proceso decisional en el 
departamento del Magdalena. Puede estar supeditado a que existen colaciones para sacar los 
proyectos adelante y lograr su aprobación. 
Grafica 3. Recursos de los actores 
 
                                 Fuente: el autor con datos primarios.  
 
Se evidenciaron actores con recursos del orden económico con una participación del 36% quienes 
cuentan con capacidades para influir sobre las decisiones obedeciendo a la movilización de 
dineros, también están los de recursos cognitivos siendo puntuados en un 28% y son quienes tienen 
la disponibilidad de la información. Así mismo, está el actor con recurso político con 29% de 
participación y es el que cuenta con la posibilidad de movilizar   consensos y con 7% aparece el 











7.4. LA DISCRECIONALIDAD   
Los resultados en términos de discrecionalidad, al consultar a través de las entrevistas 
semiestructuradas (ANEXO 1b, 1c, 1d) a veinte (20) sujetos en total, que intervienen directa o 
indirectamente en la fase decisional (revisar y presentar (Postular)) se tiene que:  
Grafica 4. Existencia de la discrecionalidad 
 
                               Fuente: el autor con datos primarios.  
 
Con alto porcentaje equivalente al 85% de los actores consultados consideran que sí existe y se 
presenta la discrecionalidad en la toma de decisiones en el FCTeI del sistema general de regalías 
en el departamento del Magdalena. Con un 15% se ubica la percepción sobre quienes consideran 
que no hay tal acción dentro de la toma de decisiones a nivel departamental. 
Grafica 5. Grado de la discrecionalidad 
 











En términos del grado de discrecionalidad se consultó sobre si esta es alta o baja, el porcentaje 
sobresaliente es alto con un 70%, bajo en nivel de discrecionalidad con un 25% y no sabe o no 
responde solo el 5%.  
Grafica 6. Incidencia de la discrecionalidad 
 
                                           Fuente: el autor con datos primarios.  
 
Sobresale que el 70% considera la discrecionalidad como una acción negativa en el proceso de 
toma de decisiones, sigue quienes consideran que esa acción es positiva con un 20% y algunos 
actores consideran que esta puede ser buena o mala, dependiendo de los intereses que se persigan. 
Es decir, puede ser que para un actor la discrecionalidad lo beneficie dado que puede lograr por 
esta vía alcanzar el VoBo para un proyecto; pero, el hecho de que no tenga manejo de este termina 
afectando sus intereses.    
Grafica 7. Incidencia del actor político  
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Atendiendo la participación (Evidenciado en la caracterización) del actor político en la toma de 
decisiones se consultó sobre la incidencia o no de este en la toma de decisiones y se encontró que 
el 60% la cataloga alta, el 30% nula, un 5% media y el resto no sabe o no responde.   
Grafica 8. Discrecionalidad y buen gobierno  
 
                                        Fuente: el autor con datos primarios.  
   
El buen gobierno es uno de los principios del Sistema General de Regalías, en ese sentido, se 
indagó sobre las consecuencias para este principio de que exista alta discrecionalidad en la toma 
de decisiones y las conclusiones son que el 71% las considera negativa, el 24% positiva y el 5% 
no sabe o no responde. Llama poderosamente la atención que el 24% considere la discrecionalidad 
como positiva para el ejercicio del buen gobierno, cuando es que este es más vulnerable al 
momento de que un actor tenga mayor injerencia en la toma de decisiones y lo haga de manera 
parcializada.   
Grafica 9. Participación de grupos de la sociedad civil 
 













Una de las variables que favorecen el ejercicio del buen gobierno es la participación de la sociedad 
civil y grupo de interés en los procesos de toma de decisiones, en ese sentido el 70% reconoce que 
la participación de este sector es nula, el 25% baja y solo un 5% considera que es alta. Escasa la 
participación de grupos de la sociedad civil en los ejercicios de toma de decisiones de dineros 
públicos de recurso no renovables, cuyos proyectos en su mayoría termina beneficiándolos. 
Grafica 10. Ejecutor de proyectos  
 
                                          Fuente: el autor con datos primarios.  
 
Durante el ciclo del proyecto de CTeI, la fase final corresponde a la ejecución por la entidad 
designada para tal fin, en este sentido el 56% considera que es negativo que lo haga el mismo 
Departamento de la Magdalena y un 44% lo considera positivo. 
7.5. PERCEPCIÓN DE LOS ACTORES  
El trabajo de campo demostró que existe una percepción negativa y poco confiable de los actores 
que intervinieron en el proceso de selección y aprobación de proyectos con financiación del FCTeI 
del SGR para el periodo 2012-2015, debido a que según la mayoría de los actores (políticos, 
externos e institucionales) que hicieron parte del ejercicio académico, el proceso para la toma de 






“es centralizada y burocrática, no tiene en cuenta los méritos de la calidad científica del proyecto 
o programa y la pertinencia, sino que resulta de forma arbitraria basado en los intereses de la 
misma gobernación del Magdalena que ha buscado enriquecer un banco de proyectos con el ánimo 
de escoger aquellos que sean convenientes a su interés político, que no se relaciona 
necesariamente con el mejoramiento en las condiciones de las regiones en CTeI y apunten a 
diferentes ejes estratégicos, sino que presuntamente grandes porcentajes de esos proyectos son 
para la causa de campañas políticas”. 
Así mismo, los actores externos representados por expertos expresan que “(…) (la toma de 
decisión) tiene demasiada injerencia política donde se ven beneficiados quienes tengan buena 
relación con el o la gobernador(a), no es un concurso justo, (…) ha dejado resultados, pero 
podrían ser mayores si el sistema fuera más transparente al elegir los proyectos”. 
Es decir que en palabras de los entrevistados que hicieron parte del ejercicio académico, el actor 
fundamental en la toma de decisiones para aprobar un proyecto de inversión en CTeI en el 
departamento del Magdalena es la Gobernación cuya función se encuentra a discreción del 
gobernador(a) y/o sus funcionarios designados, como se reafirma a continuación,   
“(…) Inicialmente se debe tener el beneplácito de la gobernación para pasar a un OCAD. (…) Me 
parece que en la Gobernación tienen una o dos personas que consideran son las que están 
capacitadas para tomar decisiones, pero lo que yo me puedo dar cuenta es que no tienen formación 
académica ni científica para tomar decisiones realmente pertinentes en términos de CTeI para el 
Departamento. No debería ser algo unipersonal que eso dependa de las querencias de una sola 
persona”. 
Ahora bien, si los proyectos están articuladas a los Planes de Desarrollo Departamental y a las 
líneas estratégicas definidas en los PAED y revisados y evaluados por los CODECTI la función 
del mandatario departamental debe ser de trámite legal ante Colciencias para que continué el 
proceso de selección. El que sea elegido popularmente no le da licencia para viabilizar proyectos 




En contraste, un actor institucional declara que “La decisión es consensuada, los actores que 
participan en la decisión, ahorita con el CODECTI… unos 6 pero en total son unos 13 o 14 (…) 
que se reúne cuando ya tenemos varios proyectos acumulados 3,4,5,6”; es decir, que según no es 
una decisión burocrática y parcializada porque si bien al final se deja a discreción de la 
Gobernación, el proceso por el cual pasa un proyecto de inversión en CTeI en el Departamento 
contempla la participación de diversos sectores. Lo anterior, no esclarece en su totalidad el manto 
de duda que existe frente a la gestión de los proyectos de CTeI. De igual forma, el actor político 
señala que, “la sociedad civil tiene su participación en los diferentes órganos o comités 
consultivos, pero la decisión final debe ser de la Gobernación”. Existe y con obvias razones la 
creencia de que el representante del ente territorial es quien debe decidir finalmente por la 
aprobación de una iniciativa, lo que contradice lo expresado por otros actores quienes insisten en 
la participación exagerada y alta del mandatario departamental.  
Por otra parte, al consultarle a un investigador a quien le aprobaron uno de los seis proyectos de 
inversión en ciencia y tecnología durante el periodo 2012 – 2015, dejó en descubierto debilidades 
del sistema en sus inicios al relatar lo siguiente, 
“Cuando nosotros pasamos el proyecto fue uno de los primeros de CTeI, entonces fue como rápido 
no fácil, pero fue un poco más eficiente porque ellos no sabían cómo hacer un proyecto de CTeI. 
Ahora estamos pasando otro proyecto nuevamente y está más difícil, pero en ese momento fue 
rápido casi como que necesitaban que nosotros presentáramos ese proyecto porque no tenían y 
había recursos acumulados”. 
 
Pensaría uno que los ingentes recursos que llegaron inicialmente a las arcas departamentales en 
materia de regalías generaron unas dinámicas administrativas para lo cual el ente territorial no estaba 
preparado. Esto reafirma que los cambios estructurales de políticas públicas deben también pensar 
mejorar las capacidades administrativas de sus ejecutores al interior de los gobiernos.  
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Los actores expertos además señalan que,  
“(…) se presentan gran cantidad de proyectos, pero en el OCAD muy pocos superan el proceso 
porque son proyectos que no están estructurados con la calidad científica y metodológica que se 
requiere, no tienen respaldo de un ejecutor que garantice el cumplimiento del proyecto. El banco 
de proyectos que la Gobernación ha mandado al OCAD como segunda instancia donde se revisa 
con pares expertos la evaluación de la propuesta tiene un porcentaje mínimo de éxito, donde 
Colciencias manifiesta que los peores proyectos calificados en el país son los del Magdalena”. 
 
Cuando se les interrogó sobre la participación de la sociedad civil en la toma de decisiones, los 
actores académicos estuvieron de acuerdo en señalar que,  
“no existe, debido a que, si bien al CODECTI asisten los gremios o el sector productivo, no se 
tiene la potestad de avalar o no un proyecto, sino que se cumple la función de emitir un concepto 
no vinculante sobre las propuestas que podrían cumplir con los requisitos de forma y fondo, pero 
en última instancia la decisión sobre la presentación en Colciencias se deja a discreción de la 
Gobernación”. 
 
De igual forma, un actor externo expresaba que, “para ser aprobado un proyecto tengo entendido que 
debe haber varios actores de interés, pero para ser evaluado primero debe pasar a la Gobernación, debería 
ser remitido directamente al CODECTI. Si la Gobernación no quiere enviarlo lo restringe”. 
Por otro lado, los actores institucionales, es decir, quienes participan directamente y dentro de la 
toma de decisiones, mencionan que la sociedad en general está representada en el CODECTI:  
“yo creo que está expuesta en que hay unos grupos de interés muy importantes en la aprobación 
de estos proyectos del FCTeI en donde cualquier ciudadano puede actuar donde está la academia, 
la ciudadanía, los gremios de la parte comercial del departamento, la industria, los puertos; todos 
están representados en estos órganos reflejados en el CODECTI, en los órganos consultivos, los 
consejos territoriales de planificación y en los consejos territoriales de competitividad, (…) con 
ellos se prioriza a dónde se quiere ir, cuál es la ruta donde queremos llevar todos los proyectos de 
Ciencia y Tecnología, y la Gobernadora finalmente es quien toma la decisión de presentar, ya eso 
si es a discreción de ella obviamente asesorada por la Oficina Asesora de Planeación quien 




Cabe destacar que esos espacios de decisiones no son donde se aprueban los proyectos de CTeI, 
por lo que la participación y el control social y civil son espurios en el departamento del 
Magdalena. Sobra señalar lo débil de aquella apuesta por el ejercicio del buen gobierno donde 
prima la participación ciudadana en el ejercicio de la administración de lo público.  
Lo anterior queda reafirmado por actores donde señalan que a nivel del sistema en general “(…) es 
muy poca la participación yo creo que el sistema sigue siendo un sistema elitista, los grupos de interés 
deben estar consolidados y muy bien informados para tratar de incidir. El esfuerzo es enorme, hay también 
un gran desgaste en lo que es desde la formulación hasta su aprobación, y en la aplicación que es la 
ejecución poco interviene lo que se podría denominar una sociedad civil, (…)”  
Por tanto, estos actores sugieren que “(…) El sistema (SGR) sería solamente participativo en la sociedad 
civil si fuera un sistema regional, mientras sea un sistema nacional altamente centralizado es poco lo que 
se puede hacer, tendría que ser convocatorias regionales, tendría que ser proyectos propiamente 
regionales con órganos más autónomos regionales, pero esto todo está dirigido por Bogotá, por la 
presidencia, por planeación nacional y por el ministro de Hacienda que es quien pone la plata”. 
Adicionalmente, se expone el inconformismo por la participación de actores políticos que en 
oposición a la teoría expresan “no son representativos, puesto que no tienen en cuenta los intereses 
ciudadanos en la ejecución de proyectos de CTeI, además debería haber una agenda de ciencia y 
tecnología con ejes y programas estratégicos que realmente beneficien a la sociedad”.  
De la misma manera establecieron que en el proceso decisional, 
“existe injerencia política, pero en esencia no es mala si se utilizara para aprobar propuestas con 
un impacto común y real, el problema se encuentra cuando se prioriza los intereses particulares 
de los actores políticos antes que las necesidades del departamento (…)”. “(…) solo lo técnico no 
funciona ni lo político solo funciona, tiene que haber una sincronía entre los dos. No puedo hacer 




Al ser interrogados por la discrecionalidad en el proceso decisional, un actor externo expresa que 
“los proyectos dependen del gobernador de turno y sus prioridades. Si se envía un proyecto por una entidad 
que no esté en buenos términos con la gobernación, puede ser muy importante para la región, pero no 
entra en sus prioridades, no será aprobado, ni siquiera la dejan inscribir”. Pero, según este mismo 
actor, el problema está en cómo se ha definido el SGR: 
“la forma como está definido el sistema también influye porque un Gobernador no le va a meter 
22 mil millones de pesos al cultivo de mosquito porque eso no le representa nada políticamente, 
ahí hay un inconveniente entre las decisiones políticas y las decisiones técnicas. A veces la ciencia 
no es popular, estos fondos para que tengan un apoyo político tiene que tener algún impacto 
popular, por ejemplo, el proyecto de cambio climático se priorizó frente a uno sobre una especie 
nueva de molusco que se estaba desarrollando en Taganga puesto que eso tiene un impacto a corto 
plazo, nulo políticamente hablando, pero el de cambio climático se van a beneficiar como 7 
municipios cerca de 400 personas y eso tiene un impacto político mayor acompañado de CTeI” 
 
Por último, se percibe como un problema el hecho de que la gobernación ejecute los recursos del 
FCTeI del SGR por el alto riesgo en el posible detrimento de los dineros públicos debido a la poca 
capacidad de ejecución. Señalan que “los formuladores de proyectos en CTeI deberían pertenecer al 
Sistema Departamental de CTeI y además tener la potestad de ejecutar las propuestas”.  
Incluso un actor académico expresó desde su experiencia lo siguiente,  
“(…) en el proyecto de nosotros compramos unos equipos especializados, (…) que costó cerca de 
$200.000.000 de pesos y está sin utilizar en la Gobernación porque supuestamente son recursos 
de ellos, (…) y están allá guardados; estamos haciendo el trámite del comodato, pero hay muchos 
obstáculos. Si nosotros fuéramos los ejecutores, le estuviéramos dando utilidad y quedaría como 
capacidad instalada de la Universidad. Ahora estamos haciendo otro proyecto y nos tocó comprar 
otro equipo de las mismas características teniendo uno sin utilizar expuesto a que se dañe o se lo 
roben, no hubiésemos hecho ese gasto adicional”. 
 
De igual modo, los actores señalaron que,  
“Ser juez y parte es tener la centralidad del poder y se obtiene discrecionalidad en la decisión del 
gobernante, que la ejecución del proyecto esté en manos del gobernante ha generado retrasos en 
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proyectos, retención de recursos, recursos sin ejecutar y desvíos, no hay trasparencia. (...) Debería 
haber una mayor articulación con las Universidades y los grupos de investigación”. 
 
Por su parte la Contraloría General de la República (2016), soporta lo anteriormente expresado al 
señalar que realmente son las gobernaciones quienes se acreditan el derecho a ejecutar los 
proyectos, contrario a la recomendación de los actores académicos donde indican que deben ser 
los formuladores quienes ejecuten los proyectos de inversión en CTeI aludiendo a su capacidad 
















8. CAPÍTULO IV: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
8.1.  CONCLUSIONES. 
- El nuevo Sistema General de Regalías, muy a pesar de ser una gran iniciativa para la 
descentralización, la equidad, y a la vez para disminuir hechos de corrupción presentados con 
estos recursos, no hadado solución para dicho flagelo. En el FCTeI en el departamento del 
Magdalena el proceso decisional que se llevó acabo al momento de postular un proyecto refleja 
alta discrecionalidad en la toma de decisiones. Existió carencia en la estructuración e 
información clara y pertinente en la formulación de estos por parte del ente territorial y poca 
capacidad para proponer iniciativas con el lleno de los requisitos. 
 
- Al momento de revisar la normativa del fondo, se observa que existen diferentes instancias por 
las que debe pasar un proyecto de CTeI para ser aprobado y viabilizado, en el caso del 
Magdalena para el periodo 2012 - 2015, un proyecto antes de llegar al OCAD de CTeI,  debía 
primero ser revisado por el CODECTI, donde los miembros de este órgano eran escogidos por 
la gobernación, en palabras de una funcionaria del departamento del Magdalena, el proceso de 
los proyectos para ese entonces “era más folclórico, más de acá de nosotros”, evidenciando la 
deficiente gestión pública y administrativa que garantizara un proceso transparente y apegado 
a los principios del buen gobierno.  
 
- Se evidencia en la toma de decisiones la intervención de algunos actores propuestos 
teóricamente por Subirats, al igual que sus roles y recursos. En materia de actores que toman 
la decisión en el nivel departamental, el político que cumple un papel de filtro y para llevar a 
cabo su acción utiliza recursos económicos fue el más representativo; sin embargo, el actor 
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burocrático se relaciona con el político dado que tiene un doble tipo dentro de la toma de 
decisiones. Ello, se debe a que a pesar de que el gobernador está legalmente dentro de la 
conformación del CODECTI, también utiliza sus oficios para incidir en la decisión final. En 
un instante dado, funge como actor político y puede pasar fácilmente a ser un actor burocrático; 
es la mutación del actor, juega roles dentro del departamento atendiendo el fuero que tenga en 
determinado momento en la administración pública.  
 
- El mandatario territorial fue quien finalmente decidió sobre los proyectos aprobados durante 
el 2012-2015, existió una mayor participación política que técnica, logrando incidencia 
negativa para la viabilización de algunos proyectos dentro del FCTeI. Adicionalmente, el actor 
político se convierte en un padrino de proyectos que logran entrar en la fase de financiación. 
Según el Índice de Gestión de Proyectos de Regalías-IGPR, que mide y valora trimestralmente 
la gestión de las entidades ejecutoras de los proyectos (gestión administrativa que mide 
transparencia y medidas de control) el Magdalena se ubicó en rango medio, lo que da cuenta 
de su gestión.  
 
- En el proceso decisional en el Departamento del Magdalena existió alta discrecionalidad que 
entorpeció el proceso, el actor burocrático que está al frente de la administración pública 
decidió libremente sobre qué proyectos se presentaban ante Colciencias, y en algunos casos 
terminó siendo además el ejecutor de los proyectos, deteriorando así la confianza de los demás 




- Se evidenciaron prácticas que atentan contra el principio del buen gobierno, no solo la alta 
discrecionalidad sino también la participación de actores políticos y la poca o “nula” 
participación de la sociedad civil en los procesos de toma de decisiones. Esto afectó la oferta 
de propuestas por parte de algunos actores expertos, académicos e investigadores. Hubo poca 
transparencia en la toma de decisiones del FCTeI, aunado esto a la aprobación por 
conveniencia particular.  
 
- Hay que señalar que muy a pesar de que un gran porcentaje reconoce lo negativo de la 
discrecionalidad, también se le debe aunar que un sector de los actores la reconoce 
positivamente, sin ella, no sería posible lograr algunos resultados en materia de proyectos. Es 
decir, gracias a esa discrecionalidad algunos proyectos logran ser aprobados, no sin antes hay 
que señalar que su proceso de ejecución refleja serias deficiencias.    
 
- Un diseño institucional amorfo e impreciso en la toma de decisiones, nula o poca existencia de 
control social que garantizara procesos más democráticos, y alta injerencia de actores políticos 
que lograron imponer su ley generaron alta discrecionalidad en el departamento del Magdalena 















- La Ley 1923 de 2018 recientemente aprobada que busca subsanar y regular los graves 
problemas del fondo de CTeI del SGR a través de convocatorias públicas y competitivas, 
es una buena iniciativa para disminuir la politización de los proyectos, además, con ello, 
se garantiza que mayores grupos de investigación e innovación puedan confiar en el fondo 
y presenten dichas propuestas para ser financiadas. Pero, debe igualmente fortalecerse la 
gestión pública y la eficiencia del Estado desde los principios del buen gobierno en las 
Secretarias de Planeación Departamentales unidad básica del FCTeI en los entes 
territoriales de primer nivel.   
 
- La Ley 1286 de 2009, buscaba entre otros objetivos “Fortalecer el desarrollo regional a 
través de políticas integrales de descentralización… de las actividades científicas, 
tecnológicas y de innovación…, dentro de sus propósitos “Integrar esfuerzos de los 
diversos sectores y actores para impulsar áreas de conocimiento estratégicas para el 
desarrollo del país” y adicionalmente con la expedición del Decreto 584 de 2017 por parte 
del Gobierno Nacional trató de consolidar los CODECTI. Si uno revisa en detalle la Ley 
1923 de 2018 no precisamente fortalece los CODECTI, más bien sigue fortaleciendo a 
COLCIENCIAS y al OCAD del fondo de CTeI. Los CODECTI quienes son los órganos 
que articulen la CTeI en el territorio deben jugar un papel decisivo al momento de viabilizar 
un proyecto, sus conceptos deber ser acogidos por el mandatario departamental y no 
solamente ser un órgano consultivo.  Conociendo las limitantes que tienen en no poder 
hacer seguimiento y evaluación; dada sus funciones y a su poca capacidad operativa y 
administrativa para hacerlo.  
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- El decreto 584/2017 es un buen camino en cuanto a la reglamentación y organización de 
estos órganos, pero aún falta autonomía, voz y voto de estas figuras en la toma de 
decisiones de los proyectos del FCTeI financiados con recursos del SGR a nivel 
departamental. Los CODECTI deben ser decisorios y sus conceptos vinculantes dada la 
pluralidad de actores que en ellos intervienen.  
 
- La discrecionalidad se seguirá presentando, toda vez que se debe materializar y reglamentar 
muchos de los artículos de la Ley 1923 de 2018, continúa con el seguimiento y la 
evaluación centralizada en el Gobierno nacional, y pocas capacidades territoriales se 
generan en materia científica y tecnológica. La toma de decisiones para financiar un 
proyecto debe ser por un órgano consensuado y no por un único actor; como sucedió en el 
Departamento del Magdalena.  
 
- Los recursos públicos deben manejarse con transparencia. Se deben mejorar los procesos 
administrativos en el departamento, abrir la participación a la sociedad civil y grupos de 
interés en las instancias más críticas por la que pasa un proyecto de CTeI, el cual antes de 
llegar al OCAD; es precisamente la Gobernación del Departamento. Lo anterior, dado que 
está demostrada la poca transparencia en la toma de decisiones.  
 
- Se debe seguir investigando sobre la toma de decisiones en todo el ciclo de proyectos del 
SGR.  De igual forma, analizar el impacto de los primeros seis (6) proyectos aprobados en 
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